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Introducción
La trayectoria de la Dirección Nacional de Políticas de 
Género (DNPG) del Ministerio del Interior de Uruguay 

se remonta al año 2006, cuando se estableció un 
primer espacio de referencia en materia de género en la 

institución.

En 2009, en el marco de un proceso de reforma del Ministerio del Interior 
orientado a modernizar la gestión policial y fortalecer la transparencia y los 
derechos humanos, se creó la División Políticas de Género (DPG) mediante 
el artículo 137 de la Ley N.o 18.362. La DPG inició su labor con el objetivo de 
transversalizar la perspectiva de género en las políticas institucionales y 
promover la igualdad de oportunidades y derechos para varones y mujeres 
dentro de la policía. Finalmente, en 2020, la DPG adquirió el carácter de 
Dirección Nacional, lo que consolidó su rol clave en la incorporación de la 
perspectiva de género en la seguridad pública y la gestión y desarrollo 
humano dentro del Ministerio del Interior.

Entre 2020–21, la DNPG realizó y publicó (2022) un Diagnóstico de Medición de 
Oportunidades para las Mujeres en Operaciones de Paz (MOWIP) para la Policía 
Nacional. Para implementar algunas de las recomendaciones del informe MOWIP, 
la DNPG encargó al DCAF – Centro de Ginebra para la Gobernanza del Sector de 
Seguridad – la realización de este Diagnóstico de igualdad de género del Ministerio del 
Interior con el objetivo de analizar las fortalezas y debilidades de la organización en 
materia de sensibilidad de género.
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«Una institución del sector de la seguridad 
sensible al género es aquella que satisface 
las diferentes necesidades de seguridad y 
justicia de hombres, mujeres, niños y niñas, y 
promueve la participación plena e igualitaria de 
hombres y mujeres.» 

Una institución del sector de la seguridad sensible a las cuestiones de género cuenta 
con procesos para identificar las necesidades particulares de los distintos grupos de la 
comunidad. A continuación, adopta medidas para satisfacer esas necesidades y supervisa 
y evalúa su impacto. En una institución del sector de la seguridad con perspectiva de 
género, se valora, promueve y apoya tanto a los empleados como las empleadas para 
equilibrar sus responsabilidades profesionales y familiares. Un sector de la seguridad 
sensible al género cuenta con procesos de rendición de cuentas sólidos y transparentes, 
incluso para tratar cualquier problema en materia de discriminación o acoso sexual.1

Avanzar hacia la igualdad de género es un proceso y requiere ejercicios de autocrítica. 
Para progresar, resulta necesario realizar un análisis de género de las estructuras, 
políticas y prácticas de la institución que incluya el reconocimiento de las posibles 
consecuencias de las brechas y estereotipos de género para las personas que conforman 
la cultura organizacional. Felicitamos a la DNPG por asumir la autoevaluación como una 
herramienta para el desarrollo: esto demuestra un fuerte compromiso institucional con el 
aprendizaje y la mejora continua.

Metodología
En febrero de 2024, el Ministerio del Interior designó un comité técnico para apoyar la 
realización de un diagnóstico sobre género. Este diagnóstico se construyó a partir de 
la revisión de documentos públicos y datos abiertos del Ministerio del Interior y otras 
instituciones del Estado, tales como políticas nacionales, procedimientos existentes en 
la organización, manuales e informes, currículos de capacitación, informes nacionales e 
internacionales, encuestas de opinión pública sobre percepción de la policía, portales web 
institucionales y artículos de prensa. Además, a través del trabajo con un equipo experto 

1	 Megan Bastick, Gender Self-Assessment Guide for the Police, Armed Forces and Justice Sector (Ginebra: DCAF, 
2011).

en seguridad y género del DCAF, se recopiló información complementaria mediante 
entrevistas semiestructuradas y grupos focales para la validación de los datos y su 
posterior análisis. El equipo experto trabajó en estrecha colaboración con el personal de 
la DNPG para cotejar los hallazgos y recibir retroalimentación constante para asegurar 
que la línea de investigación reflejara las necesidades de la institución. Este diagnóstico y 
sus recomendaciones son el producto del trabajo analítico del equipo.

Objetivo
El objetivo principal de este diagnóstico es examinar las relaciones de género dentro 
del Ministerio del Interior de Uruguay para identificar cómo estas relaciones han influido 
en la distribución de recursos, responsabilidades, capacidades y oportunidades de 
participación entre mujeres y varones, y cómo la institución sirve a la población en materia 
de prevención y respuesta a la violencia basada en género. También pretende identificar 
las necesidades específicas que deben ser atendidas para avanzar hacia la igualdad de 
género dentro del ministerio y brinda recomendaciones para su mejora.

Estructura
A menudo resulta difícil recopilar datos exhaustivos en materia de género por diversas 
razones, entre ellas la falta de datos desglosados por género y los problemas 
metodológicos para medir la situación y los cambios en las normas y prejuicios de género 
dentro de una institución. Esto tiene dos implicaciones para el presente informe. En primer 
lugar, la estructura del informe se basa en las áreas clave donde se disponía de datos. En 
segundo lugar, a lo largo de los capítulos, se ofrecen sugerencias sobre cómo mejorar la 
recopilación, el análisis y el uso de los datos en materia de género para elaborar políticas 
basadas en datos.

El informe se estructura en torno a las siguientes áreas temáticas, analiza los 
puntos fuertes y débiles de la respuesta de género en cada una de ellas y brinda 
recomendaciones.

•	 Políticas y procedimientos institucionales
•	 Personal
•	 Educación y aprendizaje institucional
•	 Percepción pública y de cuentas
•	 Otros ámbitos de análisis
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Áreas temáticas

1.

Políticas y 
procedimientos 
institucionales

Si bien el Ministerio del Interior no cuenta con una política institucional 
específica en materia de género, sí se rige por una serie de normativas 
nacionales (ver anexo 5) que orientan su rol al momento de garantizar los 
derechos humanos y abordan temas relacionados con el género. 

El principal lineamiento nacional en materia de género es la Estrategia Nacional de 
Igualdad de Género 2030,2 elaborada por el Consejo Nacional de Género de Uruguay 
y ratificada por el Decreto Ejecutivo 304/18. Este espacio interinstitucional fue creado 
por la Ley N.o 18.104 del 15 de marzo de 2007 con el propósito de definir las líneas 
estratégicas de las políticas públicas de género, e integra a responsables de diversos 
ministerios, organismos del Estado, así como a representantes de la Universidad de la 
República y de la sociedad civil.3

La Estrategia Nacional pretende ser una «hoja de ruta integral e inclusiva» que oriente 
el accionar del Estado en materia de igualdad de género. Para ello, delimita una serie de 
aspiraciones, directrices y lineamientos estratégicos que orientan la acción institucional 
en esta materia. Por ello, el Ministerio del Interior, como parte del Consejo Nacional de 

2	 Ministerio de Desarrollo Social; Instituto Nacional de las Mujeres; Consejo Nacional de Género (s.f.). Estrategia 
Nacional para la Igualdad de Género 2030. Disponible en: oig.cepal.org/sites/default/files/uruguay_estrategia_
nacional_para_la_igualdad_de_genero_2030.pdf.

3	 Op.cit. Ministerio de Desarrollo Social; Instituto Nacional de las Mujeres; Consejo Nacional de Género (s.f.). pp. 9.
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Género, afronta el reto de fortalecer las acciones de la Policía Nacional en consonancia 
con los principios establecidos en esta estrategia.

El Código de Ética Policial establece estándares éticos para la actuación del personal 
policial, en consonancia con los marcos normativos nacionales e internacionales en 
materia de derechos humanos y constituye la principal directriz que orienta el accionar 
policial relacionado con la igualdad de género. Según el Código de Ética Policial, «Los 
miembros de la Policía respetarán, promoverán, garantizarán y protegerán el derecho a la 
igualdad ante la ley. A tal efecto, ejercerán sus funciones sin discriminación y rechazarán 
la comisión de actos u omisiones que tengan por objeto o resultado cualquier tipo de 
discriminación contra personas o grupos, por razón de raza, sexo, idioma, religión, opinión 
política, edad y orientación o identidad sexual, o de cualquier otra índole, origen nacional 
o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social».4

La Dirección Nacional de Políticas de Género (DNPG) es responsable de fortalecer 
las acciones de la Policía Nacional en armonía con la Estrategia Nacional de Igualdad 
de Género 2030 de manera que se integre el enfoque de género en el diseño e 
implementación de las políticas institucionales, garantizando así que todas las unidades 
policiales, no solo las especializadas, estén alineadas con los principios de igualdad y 
no discriminación. Este enfoque transversal busca que la igualdad de género sea un 
eje central en la gestión policial, para así mejorar la atención a las víctimas de violencia 
basada en género y promover una cultura institucional más incluyente y respetuosa.

4	 Op.cit. Ministerio del Interior, Dirección Nacional de Políticas de Género; UNFPA. (2024). pp. 28.

En concreto, la DNPG ha contribuido a la integración de la perspectiva de género por 
los siguientes medios: Sensibilización y formación en materia de género y derechos 
humanos: La DNPG promueve la formación del personal policial para sensibilizarlo sobre 
las desigualdades de género y la violencia basada en género, y brinda capacitación en 
el uso de protocolos de actuación ante casos de este tipo de violencia 5 en línea con los 
estándares internacionales en materia de derechos humanos. Un ejemplo del esfuerzo 
institucional para fortalecer la difusión interna sobre leyes y normas internacionales, 
regionales y nacionales relativas al género y diversidad sexual es la actualización de la 
Guía Práctica de Formación Policial aprobada por resolución ministerial y publicada el 3 
de abril de 2024.6

En cuanto a los documentos elaborados por el Ministerio del Interior para orientar 
la actuación policial relacionada con la violencia basada en género, existen diversas 
publicaciones como guías, protocolos y relatos normativos. La Dirección Nacional de 
Políticas de Género cuenta con una biblioteca virtual7 para que estos materiales se 
puedan consultar sin costo y estén a disposición del público. 

Los principales documentos son los siguientes:
•	 Guía sobre la diversidad de género y sexual en la práctica policial (2024)
•	 Guía de Lenguaje Inclusivo
•	 Guía para el Abordaje de Delitos Relacionados con la Violencia Sexual contra 

Niños, Niñas y Adolescentes
•	 Protocolo de actuación ante situaciones de acoso sexual en el ámbito laboral 

educativo
•	 Protocolo para la detección e investigación de trata, el tráfico y la explotación 

personas, entre otros

Formación sobre violencia basada en género integrada en el Campus Virtual 
Policial de Uruguay: La DNPG colabora estrechamente con la Dirección Nacional de 
Educación Policial (DNEP) para impartir formación integral sobre cuestiones como la 
violencia doméstica, la violencia basada en género y el acoso sexual en el ámbito laboral 

5	 Involucra el delito de violencia doméstica así como aquellos asociados, es decir, otras figuras delictivas que se 
enmarcan en situaciones de violencia doméstica, como por ejemplo lesiones personales, desacato, entre otros. 
Por otro lado, los hechos de violencia basada en género refieren a aquellas figuras delictivas como el abuso 
sexual, la explotación sexual, los homicidios a mujeres en contexto femicida, entre otros, que pueden sucederse 
dentro del ámbito doméstico o fuera de este.

6	 Ministerio del Interior, Dirección Nacional de Políticas de Género; UNFPA (2024). (2024). ¿Por qué el enfoque 
de género y diversidad sexual en las políticas de Seguridad Pública? Guía práctica para la formación policial. 2ª 
Edición 2024. Disponible en: www.gub.uy/ministerio-interior/comunicacion/publicaciones/guia-enfoque-genero-
diversidad-sexual-actuar-policial.

7	 Dirección Nacional de Políticas de Género (2024). Biblioteca Virtual. Disponible en: www.gub.uy/ministerio-
interior/politicas-y-gestion/biblioteca-virtual.
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y educativo. Esta colaboración constituye una sólida herramienta para generar conciencia 
y fomentar la acción contra la violencia basada en género en el cuerpo policial, lo que 
refuerza el mandato de la DNPG de promover la igualdad de género. El Departamento 
de Formación y Actualización Profesional de la DNPG dirige las sesiones de formación 
virtual, disponibles en la plataforma de la Dirección Nacional de la Educación Policial. 
Se trata de cursos voluntarios, pero constituyen un recurso esencial para dotar al 
funcionariado policial de los conocimientos y habilidades que necesitan para abordar 
estas cuestiones críticas.

El género en los planes de estudio de las Escuelas, Centros de Formación o Campus 
Universitarios Policiales: Del mismo modo, se ha procurado integrar el marco normativo 
nacional, regional e internacional en los planes de estudio de la Dirección Nacional de 
Educación Policial. Los planes de estudio incluyen las principales normas internacionales, 
regionales y nacionales para la protección de los derechos de las mujeres y el abordaje 
de la violencia basada en género en el país.

Esta información está respaldada por los programas de contenidos compartidos por 
la Dirección Nacional de Educación Policial, en los que se integran algunos de los 
protocolos y documentos elaborados por el Ministerio del Interior para los cursos Violencia 
Doméstica y de Género I, II y III.

Principalmente, se incluyen los siguientes contenidos:

•	 Violencia doméstica y de género I: Guía Práctica para la Formación 
Policial: Por qué el Enfoque de Género y Diversidad Sexual en las 
Políticas de Seguridad; y la Guía de Procedimiento Policial, Actuación en 
Violencia Doméstica y de Género.8

•	 Violencia doméstica y de género II: Aunque se incluye información 
sobre protocolos de actuación ante situaciones de violencia basada en 
género y violencia sexual que involucre a niños, niñas y adolescentes.9

•	 Violencia Doméstica y de Género III: Guía de Lenguaje Inclusivo; 
Guía Práctica para la Formación Policial: ¿Por qué un Enfoque de 
Género y Diversidad Sexual en las Políticas de Seguridad? y la Guía de 
Procedimiento Policial, Actuación en Violencia Doméstica y de Género.

8	 ¿Para qué el enfoque de Género y Diversidad Sexual en las Políticas de Seguridad? Guía 
práctica para la formación policial www.gub.uy/ministerio-interior/sites/ministerio-interior/files/
documentos/publicaciones/guia_diversidad.pdf.

9	 Guía Práctica de Actuación Dirigida al Personal Policial para el Abordaje de Delitos Vinculados a 
VSINNA www.gub.uy/ministerio-interior/comunicacion/publicaciones/guia-practica-actuacion-
dirigida-personal-policial-para-abordaje-delitos.
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Apoyo a las Comisarías Especializadas en Violencia Doméstica y de Género: 
Existen 5810 Comisarías Especializadas en Violencia Doméstica y de Género (CEVDYG)11 
distribuidas en los 19 departamentos del país.12 Estas unidades juegan un papel clave 
en la atención y prevención de la violencia basada en género, ya que ofrecen un espacio 
seguro para recibir denuncias de violencia doméstica y basada en género. Además, 
estas unidades, como auxiliares de la justicia, coordinan medidas de protección, 
como disposiciones de prohibición de comunicación y acercamiento, retiro del hogar 
y colocación de dispositivos electrónicos de vigilancia para las personas agresoras. 
También trabajan para concienciar a la comunidad y llevan a cabo tareas de prevención, 
al tiempo que promueven el acceso de las víctimas de violencia doméstica y basada en 
género a la justicia.

A través de su cobertura nacional, las comisarías especializadas contribuyen a fortalecer 
la confianza en las instituciones de seguridad pública y aseguran una atención coherente 
y coordinada en todo el país. La DNPG trabaja estrechamente con estas comisarías para 
asegurar que las políticas y protocolos dirigidos a prevenir y atender la violencia basada 
en género se implementen con eficacia, promoviendo así una respuesta institucional 
adecuada y de calidad. Un notable ejemplo es el trabajo de la Dirección de Monitoreo 
Electrónico (DIMOE), que es la unidad encargada de gestionar los sistemas de control 
para garantizar la seguridad de las víctimas de violencia doméstica y basada en género, 
así como los dispositivos de monitoreo electrónico (tobilleras) para personas agresoras 
con alto riesgo de reincidencia de violencia doméstica y basada en género.

También existe un mecanismo de prevención de la discriminación de género de las 
personas privadas de libertad a cargo del Departamento de Género y Diversidad 
(DGD) del Instituto Nacional de Rehabilitación (INR). El DGD, creado en 2016, diseña 
e implementa políticas orientadas a la igualdad de género y asesora tanto a los equipos 
penitenciarios como a las autoridades institucionales. Su trabajo se centra en incorporar 
la perspectiva de género en las políticas de seguridad, reconociendo las necesidades 
diferenciadas de mujeres y varones, y analizando críticamente las relaciones de poder 
y los estereotipos que influyen en el trato diferencial hacia las personas privadas de 
libertad, particularmente mujeres y personas LGTBIQ+, que enfrentan un doble estigma. 

10	 UNFPA. Oficina Regional del UNFPA para América Latina y el Caribe; Capacidades estatales y brechas en 
servicios esenciales para mujeres y niñas que sufren violencia. Julio de 2020. Disponible en: www.oas.org/es/
mesecvi/docs/MESECVI-ServiciosEsenciales-ES.pdf.

11	 58 CEVDG. De las cuales 38 son modelo Comisarías y 20 modelo oficinas.

12	 Direcciones Departamentales de Violencia Doméstica y de Género www.gub.uy/ministerio-interior/politicas-
y-gestion/direcciones-departamentales-violencia-domestica-genero (Artigas, Cerro Largo, Canelones, Colonia, 
Durazno, Flores, Florida, Lavalleja, Maldonado, Montevideo, Paysandú, Río Negro, Rivera, Rocha, Salto, San José, 
Soriano, Tacuarembó, Treinta y Tres).

Además, el DGD aplica un enfoque interseccional para abordar las desigualdades que se 
entrecruzan y evitar la marginación de los grupos vulnerables.

En este sentido, el informe Identidad de género y privación de Libertad: La realidad 
uruguaya13 (2021) analiza las consecuencias en materia de estigmatización y la 
amplificación de las condiciones de vulnerabilidad que generó la implementación, en 
2014, de una política con enfoques de derechos humanos y perspectiva de género y 
diversidad focalizada en las personas trans privadas de la libertad. El informe destaca 
la labor institucional realizada para garantizar el análisis interseccional de los factores 
de vulnerabilidad que afectan a las personas trans privadas de libertad. Además, evalúa 
detalladamente el proceso mediante el cual las mujeres trans son alojadas actualmente 
junto a mujeres cisgénero, tras haber estado previamente ubicadas en sectores comunes 
junto a personas privadas de la libertad por delitos sexuales o en áreas destinadas a 
quienes presentan dificultades de integración o convivencia con sus pares. También se 
analizan los procesos de reintegración de las personas trans y los obstáculos que aún 
persisten en este ámbito.

El DGD promueve acciones dirigidas tanto al personal del sistema penitenciario como 
a la población penitenciaria. Entre las primeras, destacan el acompañamiento en casos 
de violencia basada en género, la formación y la elaboración de materiales divulgativos. 
Para las personas privadas de libertad, se desarrollan programas socioeducativos 
como Masculinidades y Nosotras Mujeres, intervenciones para prevenir el maltrato y la 
discriminación, y el seguimiento de las personas trans para garantizar el respeto de sus 
derechos. También se elaboran directrices y protocolos para promover un enfoque de 
género y diversidad en las unidades penitenciarias.14

13	 Lacaño, Paula. (2021). Identidad de género privación de libertad: La realidad uruguaya. Instituto de Educación, 
Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educación, Universidad de la República. Faculdade de Educação, 
UNICAMP. Disponible en: www.gub.uy/ministerio-interior/instituto-nacional-rehabilitacion/genero-diversidad/
departamento-genero-diversidad-dgd.

14	 Departamento de Género y Diversidad - Instituto Nacional de Rehabilitación. www.gub.uy/ministerio-interior/
politicas-y-gestion/departamento-genero-diversidad-instituto-nacional-rehabilitacion.
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Análisis
Se ha avanzado en pos de la integración del enfoque de género en las políticas de 
seguridad. Sin embargo, persisten varios retos que se deben abordar para garantizar la 
igualdad de género dentro del Ministerio del Interior. Este recuento documental revela 
avances considerables en la elaboración de procedimientos que orientan la actuación 
policial para la protección de las víctimas de violencia basada en género. La existencia de 
protocolos específicos para la actuación policial en situaciones de violencia intrafamiliar, 
acoso sexual y trata, tráfico y explotación de personas demuestra el compromiso con 
mejorar la respuesta institucional ante este tipo de violencias, lo cual resulta fundamental 
para garantizar que las víctimas reciban el apoyo adecuado. Los esfuerzos para 
prevenir y responder a la violencia basada en género constituyen parte integral de la 
forma en que la policía aborda las diversas necesidades en materia de seguridad de la 
población. Sin embargo, la igualdad de género también implica una dimensión interna – 
específicamente, garantizar la participación igualitaria de las mujeres en el cuerpo policial 
– que constituye otro aspecto clave de las iniciativas de la DNPG.

En este sentido, a pesar de todos estos avances, la DNPG aún tiene varios desafíos 
por sortear para cumplir plenamente su función, especialmente en lo que respecta 
al monitoreo y evaluación de políticas públicas con perspectiva de género en materia 
seguridad, lo que requiere evaluar si cuenta con las atribuciones, herramientas y 
capacidades necesarias para recopilar y analizar datos, evaluar políticas y formular 
recomendaciones basadas en evidencia. Para poder garantizar una mejora continua, es 
importante poder evaluar el impacto y el costo/efecto de las políticas. Por ello, la DNPG 
debería recibir capacitación en materia de monitoreo y evaluación de políticas públicas 
que le permita detectar qué políticas están teniendo el impacto esperado y cuáles otras 
generan repercusiones no deseadas.

Además, la limitada asignación presupuestaria de la DNPG representa un obstáculo 
clave. Con un presupuesto anual de aproximadamente un millón de pesos uruguayos 
(23.000 USD), restringido a rubros muy concretos, la DNPG opera con recursos de 
mera subsistencia. La falta de fondos específicos para formación y generación de 
conocimiento con perspectiva de género crea una dependencia de la cooperación 
internacional o préstamos del BID para ejecutar estas acciones tan esenciales. Para 
fortalecer su autonomía y capacidad de impacto, resulta crucial garantizar una asignación 
presupuestaria adecuada que permita a la DNPG desempeñar su rol de forma sostenible 
y con eficacia.

El esfuerzo por integrar las normas internacionales, regionales y nacionales relacionadas 
con los derechos de las mujeres en los planes de estudios de formación policial, con 
especial atención a la violencia basada en género, ha sido considerable. No obstante, 
siguiendo la misma dinámica que se observa a nivel internacional, parecen persistir en 
la policía resistencias culturales y estereotipos de género que dificultan la integración de 
las políticas de género. Estas resistencias, observadas en los grupos focales, incluyen 
actitudes negativas hacia las iniciativas de género, desinformación y escepticismo hacia 
las actividades de formación. Resulta esencial que el enfoque de género se incluya 
como asignatura que se evalúe y sea obligatoria en los cursos de promoción de los 
oficiales. Además, se debe organizar formación sobre género para los altos mandos, 
de modo que la capacitación apoye el cambio institucional en el camino hacia una cultura 
organizativa sensible a las cuestiones de género.

Según los grupos de discusión, muchas personas conocen las actividades de la DNPG 
de forma incidental, lo que indica que la difusión de la información resulta limitada y 
poco estratégica. Sin embargo, quienes han accedido a los cursos y materiales ofrecidos 
reconocen su calidad y valor. También se detectaron problemas de comunicación y 
participación, ya que las actividades de la DNPG suelen pasar desapercibidas o son 
mal percibidas. Para superar estos obstáculos, resulta fundamental aplicar estrategias 
de comunicación inclusivas, abordar los prejuicios culturales y mejorar el acceso 
a los programas relacionados con el género, lo que reforzaría la integración de la 
perspectiva de género en el Ministerio del Interior.

Por último, cabe destacar algunos avances muy positivos: En primer lugar, la adaptación 
de la Guía de Lenguaje Inclusivo para apoyar la elaboración de documentos que 
incluyan lenguaje inclusivo indica un reconocimiento por parte del Ministerio del Interior 
de la importancia de cómo el uso del lenguaje puede influir en la representación y el 
tratamiento de las personas con diversas identidades de género y orientaciones sexuales. 
También resulta destacable la labor, incluido un enfoque de interseccionalidad, del 
sistema penitenciario con el objetivo de reconocer las necesidades diferenciadas de 
mujeres y varones, y analizar críticamente las relaciones de poder y los estereotipos que 
influyen en el trato diferenciado hacia las personas privadas de libertad.
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Recomendaciones
	☑ Fortalecer las capacidades de la DNPG en materia de monitoreo 

y evaluación (MEAL) de políticas públicas mediante formación 
especializada que permita analizar el impacto y la eficacia de las políticas 
de seguridad con perspectiva de género, identificar áreas de mejora y 
prevenir efectos no deseados.

	☑ Garantizar una asignación presupuestaria adecuada para las 
actividades que permita a la DNPG cumplir su mandato sin depender 
exclusivamente de la cooperación internacional o préstamos externos, lo 
que le aseguraría recursos específicos para formación y el desarrollo de 
sus funciones clave.

	☑ A la DNPG: a diseñar un enfoque más estratégico en la difusión de 
información sobre su mandato y actividades, formación y herramientas 
disponibles, así como sobre los mecanismos internos de denuncia 
relacionados con la discriminación y el acoso. Y a la DNPG: a mejorar su 
propia capacidad para responder a las resistencias en materia de género.

	☑ Considerar la creación de una Red de Puntos Focales de Género 
con mandato y términos de referencia claros para apoyar a la DNPG en 
su esfuerzo por integrar la perspectiva de género. Una red donde cada 
punto focal de género (previamente capacitado, con conocimiento e 
interés demostrados) actúe como un enlace entre la DNPG y los distintos 
departamentos del Ministerio del Interior permitiría que las políticas y 
estrategias lleguen de manera efectiva a cada rincón de la institución, 
asegurando su implementación y adaptación a las realidades de cada área.

	☑ Diseñar un programa de formación en liderazgo con perspectiva de 
género para mandos intermedios con el fin de que promuevan la igualdad 
dentro de sus equipos, liderando con el ejemplo y aplicando prácticas 
inclusivas. La formación debe proporcionar herramientas para identificar 
brechas de género, fomentar ambientes de trabajo equitativos y reconocer 
iniciativas que favorezcan la igualdad.

	☑ Diseñar un programa de formación en liderazgo con perspectiva de 
género dirigido a los grados de mayor jerarquía (de Subcomisario en 
adelante) para fortalecer su rol en la transformación institucional hacia la 
igualdad de género. El programa debe abordar el impacto de la equidad 
en la eficiencia organizacional y el liderazgo inclusivo en la toma de 
decisiones estratégicas. También debe enfatizar la importancia de crear 
entornos laborales libres de discriminación y brechas al promover políticas 
sostenibles en materia de igualdad. Incluir estudios de caso y buenas 
prácticas permitirá que los altos cargos adopten medidas concretas para 
impulsar el cambio cultural dentro de la institución.
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Personal
2.1	 Contexto y estructura institucional
En 1931, Uruguay permitió el ingreso de las mujeres a la policía a través del decreto 
de creación de la Policía Femenina: se registraron 9 mujeres (6 en Montevideo, 2 en 
Canelones y 1 en las demás jefaturas). Posteriormente, en 1943, se creó el Cuerpo de 
Policía de Femenino de Vigilancia, con jurisdicción sobre la custodia y vigilancia de las 
mujeres que ingresaban a la Cárcel de Policía.15 Otros países de la región tardarían entre 
20 y 60 años en permitir el acceso de las mujeres a las instituciones del sector seguridad, 
como Colombia (1953), Ecuador (1977), Honduras (1977) y Guatemala (1997).

El Ministerio del Interior
El artículo 168 de la Constitución de la República Oriental del Uruguay establece que 
el Presidente de la República, actuando con el ministro o ministros respectivos, es 
responsable de la conservación del orden público y de la tranquilidad interior. El orden 
público y la seguridad interior son competencia exclusiva del Estado. Su mantenimiento 
corresponde al Poder Ejecutivo a través del Ministerio del Interior, que debe asegurar la 
normalidad de la vida cotidiana en los lugares públicos, el libre ejercicio de los derechos 
individuales, así como las atribuciones de las autoridades.

15	 Bentancor, F. Leal, R. Martins, V. Ramírez, N. Rodriguez, M. Suiffet, L., Monografía «La Mujer en el Instituto 
Policial», Escuela nacional de policía Juan Carlos Gómez Folle, Centro de formación y capacitación de personal 
subalterno General José Artigas, 2009, disponible en: docplayer.es/90174566-Monografia-la-mujer-en-el-
instituto-policial.html.
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Al 31 de octubre de 2024, el Ministerio del Interior está compuesto por un total de 33.904 
personas, de las cuales 12.930 son mujeres (38,1%) y 20.974 varones (61,9%).

Dirección Nacional de Políticas de Género
La Dirección Nacional de Políticas de Género (DNPG) fue creada por el artículo 56 de 
la Ley N.o 19.889 del 9 de julio de 2020, y reglamentada por el Decreto N.o 63/2021 del 
18 de febrero de 2021. La DNPG, que depende del Ministerio del Interior, fue creada 
para fortalecer el abordaje institucional de la violencia doméstica y basada en género. 
Su objetivo es incorporar la perspectiva de género en las políticas públicas en materia 
de seguridad, gestión y desarrollo humano, articular su trabajo con otras instituciones y 
supervisar la implementación de dichas políticas. Entre sus ejes centrales, se encuentran 
la erradicación de la violencia doméstica, la igualdad de género y la no discriminación, así 
como el tratamiento de temas como la diversidad sexual, la violencia contra niños, niñas y 
adolescentes y la trata de personas.

La DNPG participa en espacios interinstitucionales y vela por el cumplimiento de 
normativas como la Ley N.o 19.580 sobre violencia basada en género contra las 
mujeres. También lidera la capacitación del personal del Ministerio en materia de 
derechos humanos, género y diversidad, y cuenta con superintendencia técnica sobre las 
Direcciones Departamentales Especializadas en Violencia Doméstica y de Género a nivel 
nacional, la Dirección de Monitoreo Electrónico (DIMOE), el Servicio Género en Salud, el 
Departamento de Género y Diversidad, y con superintendencia técnica y administrativa 
sobre de la Comisión permanente de atención a situaciones de acoso sexual en 
funcionarios/as y personal del Ministerio del Interior. Entre sus funciones, se encuentran 
la generación de conocimiento, la transversalización de la perspectiva de género en la 
seguridad pública y la profesionalización del funcionariado en la materia.

La DNPG tiene sus antecedentes en cuatro unidades técnicas 
con objetivos diferentes, a saber:

1.	 Unidad Técnica de Apoyo a la Mujer y la Familia: Órgano del Ministerio 
del Interior centrado en la protección de los derechos de la mujer y la no 
discriminación. Entre sus funciones, se encontraban prestar apoyo técnico 
a otros organismos, elaborar informes sobre los casos solicitados por los 
jueces y participar en las medidas de protección y rehabilitación ordenadas 
por los tribunales.

2.	 Centro de Asistencia a las Víctimas de la Violencia Familiar (CAVVF): 
Este organismo especializado en ciencia victimológica buscaba prestar 
asistencia primaria a las víctimas de violencia doméstica y coordinar 
su atención especializada. También proporcionaba conocimientos 
victimológicos y colaboraba en las medidas de rehabilitación ordenadas por 
los tribunales.

3.	 Unidad Técnica de la Infancia y la Adolescencia: Este organismo se 
encargaba de la protección de niños, niñas y adolescentes, e intervenía en 
caso de sospecha de violación de sus derechos. Prestaba apoyo a otros 
organismos, llevaba un registro de los menores ausentes y participaba en 
las medidas de protección y rehabilitación ordenadas por la justicia.

4.	 División Políticas de Género: Creada en 200916 y reemplazada en 
2021 por la Dirección Nacional de Políticas de Género. En sus 12 años 
de funcionamiento, su objetivo fue profundizar el abordaje de la violencia 
doméstica y basada en género, tanto en la Policía Nacional como para la 
sociedad.

16	 La Diaria (2021). Cambios en las políticas de género del Ministerio del Interior en la LUC: entre 
la "jerarquización" y la "amenaza" a la profesionalización. Publicado el 22 de diciembre de 2021. 
Disponible en: ladiaria.com.uy/luc/articulo/2021/12/cambios-en-politicas-de-genero-del-ministerio-
del-interior-en-la-luc-entre-la-jerarquizacion-y-la-amenaza-a-la-profesionalizacion/.
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Policía Nacional
Su misión se encuentra establecida en el artículo 3° de la Ley N.o 19.315 de 2015, donde 
se establece que «La Policía Nacional tiene por misión proteger el libre ejercicio de los 
derechos y libertades, y velar por el orden y la seguridad interior, ejerciendo las funciones 
que se desarrollan en los artículos siguientes».

La Policía Nacional es el organismo encargado de establecer el orden público y la 
seguridad interior en Uruguay. A nivel nacional, cuenta con 19 jurisdicciones territoriales 
denominadas Jefaturas de Policía, una en cada departamento de Uruguay. La Jefatura 
de Montevideo, en la capital del país, es la mayor en número y acción, y está dividida en 
veinticinco Secciones que se distribuyen en cuatro de las cinco Zonas Operativas (Ley 
N.o 19.889, art. 54), que reemplazan a las antiguas Divisiones Territoriales.

La estructura y organización de la policía es de carácter jerárquico y se rige por la Ley 
Orgánica Policial N.o 19.315 y sus modificaciones. El escalafón policial L comprende los 
cargos correspondientes a los servicios policiales (Ley N.o 15.809, art. 39). Se divide en 
subescalafónes, según la función ocupada.

Las principales tareas por subescalafón corresponden a:

•	 Ejecutivo: Tareas de orden público, prevención y represión de delitos y 
otras funciones policiales.

•	 Administrativo: Tareas de administración general del instituto policial.
•	 Especializado: Personal con conocimientos o aptitudes especiales para 

realizar determinadas tareas.
•	 Técnico: Escala para quienes poseen un título profesional que les 

habilita para el desempeño de sus funciones.
•	 Servicio: Tareas de servicios generales. Pertenecen únicamente a la 

categoría de personal subalterno.
•	 Sanidad policial: Profesionales sanitarios y sociales, en su mayoría.

2.2	 Participación
En Uruguay, el análisis de datos provenientes de diversos organismos del Estado revela 
una persistente desigualdad de género en el acceso a cargos de liderazgo dentro del 
sector público. Aunque las mujeres representan el 55% del total del funcionariado 
uruguayo, solo ocupan el 42% de los cargos de liderazgo, lo que evidencia una clara 
subrepresentación femenina en los niveles de decisión. Este desbalance pone de 
manifiesto barreras estructurales y culturales, como la división sexual del trabajo, la 
sobrecarga de responsabilidades de cuidado y la persistente segregación horizontal y 
vertical, que limitan las oportunidades de liderazgo para las mujeres17.

El Ministerio del Interior no ha tenido, en términos técnicos, un sistema de cuotas o 
de discriminación positiva. Sin embargo, existió un sistema de cupos en el escalafón 
ejecutivo, específicamente para las subalternas y oficiales dentro del denominado 
Escalafón PF (Policía Femenina). Este sistema reservaba un 10% de las plazas de 
ingreso a la escuela de formación para mujeres. Fue eliminado para los suboficiales en 
2001 y para los oficiales en 2005, ya que generaba cuellos de botella que afectaban 
negativamente el desarrollo profesional dentro del escalafón.

Actualmente las mujeres representan el 38% de la plantilla del Ministerio. Además, 
gradualmente la legislación nacional ha venido publicando decretos que garantizan el 
acceso al ingreso a la Policía Nacional a los afrodescendientes (8%)18 y a las personas 
con discapacidad (4%)19 y personas trans (1%) para que puedan incorporarse a la fuerza 
policial a través de cuotas20. Desde el año 2020, se ha establecido que hasta el 2%21 de 
todos los cargos del Poder Ejecutivo, Judicial, Legislativo, el Tribunal de Cuentas, y el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo pueden ser asignados a víctimas de delitos 
violentos, siempre y cuando cumplan con los criterios de idoneidad para el rol y con los 
requisitos legales y constitucionales luego de un proceso público de selección. Este 
enfoque de la inclusión es fundamental, ya que trasciende la igualdad de género para 
reconocer la interseccionalidad, al admitir y abordar diversas formas de discriminación.

17	 Brecha de género en los puestos jerárquicos en el Estado uruguayo – 2024. Brecha de género en los puestos 
jerárquicos en el Estado uruguayo – 2024 | ONSC.

18	 Ley N° 19122 Promulgación: 21/08/2013 www.impo.com.uy/bases/leyes/19122-2013.

19	 Ley N° 19691Promulgación: 29/10/2018 www.impo.com.uy/bases/leyes/19691-2018.

20	 Ley N° 19684 Promulgación: 26/10/2018 www.impo.com.uy/bases/leyes/19684-2018/12.

21	 Ley Nº 19889 Promulgación: 14/07/2020 ART 105: www.impo.com.uy/bases/leyes-originales/19889-2020.
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Los datos sobre la distribución del personal (varones y mujeres) en los distintos 
subescalafones de la Policía Nacional en el período comprendido entre 2018 y octubre 
de 2024 muestran un progresivo aumento de la incorporación de mujeres en todos los 
subescalafones, aunque la representación femenina sigue siendo considerablemente 
inferior a la masculina. En el subescalafón ejecutivo, las mujeres pasan de representar el 
20,2% en 2019 al 23,3% en 2024, mientras que los varones disminuyen ligeramente. Se 
observan tendencias similares en el subescalafón administrativo, técnico y especializado, 
donde las mujeres han incrementado su participación de forma constante. Se destaca 
un importante crecimiento en el subescalafón de sanidad policial, donde las mujeres 
representan el 2% en 2024 frente al 0,8% en 2018. Estos datos reflejan avances en la 
integración de género, aunque persisten desigualdades en la distribución del personal.

La clave para lograr la igualdad de género en cualquier institución radica en garantizar la 
participación en la toma de decisiones tanto de mujeres como de varones, asegurando 
que la representación en todas las áreas y funciones sea igualitaria. Al eliminar toda 
barrera que limite la equidad de género en la institución, la participación tanto de varones 
como de mujeres garantiza que todos/as tengan voz en su dirección.

En el Ministerio del Interior de Uruguay, se ha avanzado sustancialmente en el aumento 
de la proporción de mujeres contratadas y el apoyo a su promoción a puestos de toma de 
decisiones para avanzar hacia la igualdad de participación. Sin embargo, sigue existiendo 
desproporcionalidad. En 2023, por ejemplo, la distribución porcentual de varones y 
mujeres en los seis subescalafones (Ejecutivo, Administrativo, Especializado Técnico, 
de Servicios y Sanidad) era notablemente diferente: los varones representaban la mayor 
proporción en la función Ejecutiva, y las mujeres en todas las demás áreas, como se 
muestra a continuación:
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2023 Distribución de varones/mujeres en los seis subescalafones en %

Fuente: elaboración propia a partir de la información facilitada por el GAGDH.

Dentro de estos subescalafones, existen marcadas diferencias en cuanto a las 
calificaciones obtenidas por varones y mujeres. Cuando se analizan los datos, por 
ejemplo, el porcentaje de mujeres con distintos grados en cada subescalafón y luego 
se comparan con los mismos grados ostentados por los varones, se observa que las 
mujeres, independientemente de su grado, están mucho más ampliamente representadas 
en el subescalafón administrativo.

El proceso de inclusión de las mujeres en los cuerpos policiales de la región no fueron 
decisiones bien recibidas por los miembros de las carreras policiales. Al ser considerada 
como una actividad para los varones, la inclusión de las mujeres fue vista con 
escepticismo (Arteaga 2000). Además, la inclusión de las mujeres inicialmente se realizó 
como mecanismo de adopción de normas de acción positivas para que las mujeres 
pudieran ingresar a escenarios público-políticos vetados para ellas inicialmente.

La adopción de normas de acción positiva presenta una limitación para generar una 
transformación en las relaciones desiguales de poder pues se han considerado como 
políticas ciegas al género, las cuales, en lugar de ser neutrales, invisibilizan por completo 
las necesidades diferenciales en razón de las relaciones desiguales de poder históricas 
hacia las mujeres y sujetos feminizados (Masson y Silbergleit 2020).

El ingreso de las mujeres en los cuerpos policiales en América Latina, al ser una 
respuesta a normas de acción positiva, generó un imaginario sobre las funciones 
consideradas femeninas y masculinas dentro de los cuerpos policiales. Al analizar 
en detalle las funciones a las cuales las mujeres fueron asignadas al momento de su 
inclusión, se constata que se las consideró trabajadoras de segunda clase encargadas 
de trabajos menores e incluso fueron asignadas como asistentes de la policía. Su 
incorporación inicial implicó la asignación a puestos menos importantes, como lo 
eran el cuidado de niños, niñas y adolescentes, la protección ambiental, entre otros 
(Zepeda 2014). Esto crea una división entre funciones operativas y administrativas, 
considerándose lo administrativo como lugares feminizados dentro de los cuerpos 
policiales.

En el funcionariado uruguayo en general, a pesar de contar con un nivel educativo 
superior en promedio, las mujeres continúan concentrándose en sectores 
tradicionalmente feminizados, como los servicios sociales y la justicia, lo que refuerza 
dinámicas que obstaculizan su acceso a posiciones de poder22. En el Ministerio del 
Interior, la diferenciación entre funciones femeninas y masculinas dentro de la institución 

22	 Brecha de género en los puestos jerárquicos en el Estado uruguayo – 2024. Brecha de género en los puestos 
jerárquicos en el Estado uruguayo – 2024 | ONSC.
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no puede establecerse de manera concluyente con la información disponible. Si bien se 
observa una importante presencia de mujeres en el subescalafón administrativo y en los 
grados más altos (de Oficial a Comisario General), esto no implica necesariamente que 
las funciones administrativas sean feminizadas o que exista una brecha. Podría tratarse, 
por ejemplo, de una diferencia en el desempeño académico y profesional dentro del 
subescalafón administrativo, lo que permitiría a las mujeres ascender con mayor rapidez. 
Sin un análisis más profundo, como el que podría llevar a cabo la DNEP, no es posible 
determinar las causas con certeza.

Lo que sí es verificable es que, a diferencia del subescalafón ejecutivo, el subescalafón 
administrativo no cuenta con un sistema de cuotas para la selección, lo que podría 
influir en las diferencias observadas. Además, resulta importante distinguir entre grado 
y función: en muchos casos, funcionarios de grados altos del subescalafón ejecutivo 
ocupan puestos administrativos, pero no ocurre lo contrario. De manera similar, en los 
mandos medios, con frecuencia se encuentran ejecutivos desempeñando funciones 
administrativas en lugar de roles operativos.
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32 33

En cuanto al sistema de ascensos, las vías de promoción están bien documentadas. 
Existen dos mecanismos principales:

1. Ascenso a través del curso de pasaje de grado
Esta vía garantiza la promoción a quienes han completado y superado con éxito el curso 
de pasaje de grado, donde se adquiere un mayor conocimiento en materia de actuación 
policial. El acceso al curso es un derecho adquirido por antigüedad según lo establecido 
en la Ley Orgánica policial N.o 19.315. CAPÍTULO VII DE LOS ASCENSOS y el Decreto 
N.o 431/016, y quienes cumplen con las condiciones pueden inscribirse. Dentro de esta 
vía, el Tribunal de Calificación revisa los méritos de los candidatos (la nota obtenida en el 
curso, junto con otros criterios como la evaluación del superior y el puntaje por operativos 
realizados) y elabora un orden de prioridad para el ascenso. El tribunal establece el orden 
de prelación. No decide ni positiva o negativamente sobre el ascenso, ya que este es un 
derecho si se cumplen los requisitos y hay vacantes disponibles.

El proceso de ascenso en la policía sigue criterios establecidos en la Ley N.o 19.315. 
Según el artículo 66, los ascensos se otorgan del grado inferior al inmediato superior, con 
regulaciones específicas según el subescalafón:

En la Escala Básica y entre los Oficiales Subalternos del subescalafón ejecutivo, los 
ascensos se realizan exclusivamente por concurso.

Para los Oficiales Jefes y Superiores del mismo subescalafón, se aplica un sistema mixto: 
dos tercios de las vacantes se cubren por concurso y el tercio restante mediante selección 
directa del Poder Ejecutivo entre aquellos postulantes que cumplen con los requisitos 
exigidos.

En este sistema, la formación es solo uno de los factores considerados para el ascenso, 
ya que también se valoran la experiencia operativa y el desempeño demostrado. En la 
práctica, el jefe de cada unidad propone una lista de candidatos y el Ministro del Interior 
toma la decisión final sobre los ascensos. Este procedimiento se aplica únicamente a los 
rangos de subcomisario en adelante y exclusivamente para el personal ejecutivo.

Por otro lado, en el subescalafón administrativo, no existe la opción de ascenso por 
selección directa, lo que garantiza que todos los ascensos se realicen por concurso. 
Esta diferencia en los mecanismos de promoción podría estar influyendo en la menor 
presencia de mujeres en los altos rangos del subescalafón ejecutivo, ya que el sistema de 
selección directa ha favorecido históricamente a candidatos varones.

Resulta fundamental analizar en qué punto se frena la progresión profesional de las 
mujeres y por qué, en proporción a su presencia en la institución, muestran menor 
interés en ascender. Para abordar esta brecha, sería recomendable evaluar la posibilidad 
de aplicar criterios similares a los del subescalafón administrativo en el ejecutivo, sin 
comprometer el derecho de las mujeres administrativas a ascender mediante concurso.

2. Ascenso por méritos
Según el artículo 67 de la Ley N.o 19.315, existe otra vía de ascenso dentro de la escala 
básica: el ascenso por méritos. Este mecanismo permite que, en caso de haber vacantes 
presupuestarias, el Ministro del Interior pueda otorgar ascensos mediante resolución 
fundada. Sin embargo, un funcionario no puede recibir ascensos consecutivos por esta 
vía sin haber ocupado previamente la vacante que le correspondió en el primer ascenso 
otorgado por méritos.

Un aspecto adicional es la relación entre función y grado. La función de un 
individuo puede sumar más puntos para la promoción, pero la asignación 
de funciones es mucho menos formal. No existen perfiles de funciones 
documentados que establezcan la idoneidad y adecuación de las personas 
candidatas, por lo que la asignación de funciones puede quedar abierta a la 
discreción de la persona que selecciona a quien ocupará cada puesto.

Existe, por tanto, una clara necesidad de mejorar el acceso de las mujeres a 
puestos de responsabilidad en el subescalafón ejecutivo y de idear métodos 
para ayudar a las mujeres que ocupan un puesto a ocupar estos cargos a 
través de medios positivos que no generen una mayor resistencia a la igualdad 
de género. En la siguiente sección, se identifican otros aspectos relacionados 
con los prejuicios de género asociados a los roles del cuidado y la maternidad 
que podrían influir en los ascensos.
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2.3	 Condiciones de trabajo
Aspectos como los procesos de contratación, las garantías laborales, la satisfacción 
laboral del personal, la comodidad con los puestos desempeñados, el acceso a la 
atención sanitaria, incluidos los recursos de salud mental, así como las políticas en 
materia de permisos, y otros recursos disponibles para conciliar la vida personal 
y profesional, son aspectos fundamentales para garantizar condiciones de trabajo 
equitativas y sensibles al género.

Permisos de maternidad y paternidad
La normativa de licencias para el personal del Ministerio del Interior se encuentra en la 
Ley N.o 20.075, aprobada en 2022. Esta ley establece que el funcionariado tiene derecho 
a un máximo de nueve días hábiles remunerados por enfermedad. Los días de licencia se 
generan el 1o de enero de cada año y se pueden usar hasta el 31 de diciembre.

Según los datos del Área de Gestión de Desarrollo Humano, entre 2020 y 2023, el 
personal del Ministerio del Interior ha tomado un total de 2.712.954 días de permiso por 
incidencias. El análisis de estos datos revela que los varones han utilizado el 45,08% 
de los permisos, mientras que las mujeres, el 41,28%. Al analizar las diferencias de 
género en los días de incidencias se destacan las marcadas diferencias en las licencias 
relacionadas a mujeres y varones; esta diferencia sugiere que las mujeres hacen un 
mayor uso de licencias relacionadas con el cuidado, como maternidad, lactancia y 
atención de familiares, en contraste con los varones, quienes acceden a estos permisos 
en menor medida. Cabe destacar que un 14,64% de los datos no está desglosado por 
sexo, lo que limita el análisis detallado de la situación. Se recomienda profundizar en 
este aspecto para comprender mejor las razones detrás de estas diferencias y mejorar la 
recopilación de información.

En general, las licencias constituyen un derecho laboral que favorece tanto la salud 
mental como la física y debe utilizarse cuando sea necesario. Sin embargo, su 
infrautilización por parte de los varones puede provocar un aumento del estrés y un 
desequilibrio entre la vida laboral y familiar, mientras que la desproporcionada cantidad 
de licencias por cuidados de maternidad – 40.863 licencias de mujeres frente a 11.594 
licencias de varones – refuerza los roles tradicionales de género. Las mujeres siguen 
siendo consideradas las principales cuidadoras de los niños y niñas, lo que no solo limita 
la capacidad de los varones para compartir las responsabilidades de cuidado en igualdad 
de condiciones, sino que también perjudica a las mujeres en el ascenso y reconocimiento 
profesional.

En términos de cuidados por nacimiento o adopción, el personal policial dispone de 13 
semanas de permiso de maternidad y 10 días de permiso de paternidad. También existen 
disposiciones que permiten una redistribución temporal de funciones para las trabajadoras 
embarazadas o en período de lactancia si sus funciones pueden afectar su salud o a la de 
su hijo/a. Esto no implica cambios en su remuneración ni afecta su carrera de servicio.

Con la información disponible, no es posible establecer de manera porcentual que las 
cargas de cuidado afectan directamente las oportunidades de ascenso de las mujeres. 
Sin embargo, este es uno de los temas mencionados en los grupos focales, donde se 
identificaron la maternidad y las responsabilidades de cuidado como factores que limitan 
el ascenso para las mujeres. Se relacionó que la productividad es un aspecto clave en la 
evaluación de los ascensos, y esta se ve influenciada por la percepción de que se deben 
asumir roles operativos o institucionales sin restricciones, es decir, sin la necesidad de 
solicitar licencias por situaciones relacionadas con el cuidado de otras personas.

Una de las participantes dice haber sido cuestionada repetidamente en su capacidad 
para asumir ciertas responsabilidades por su rol como madre, lo que refleja una brecha 
implícita que asocia la maternidad o el cuidado como obstáculos para el desarrollo 
profesional.

Esto ha llevado a algunas mujeres a ser más cautelosas al analizar los días de licencia 
que toman durante el año, para evitar que su ausencia se relacione con su productividad 
y afecte su puntaje acumulado.

Este desequilibrio no se debe a un acceso desigual a las políticas de permisos, sino 
a que ciertas licencias están directamente relacionadas con procesos biológicos 
específicos. En el caso de las mujeres cisgénero, las licencias de maternidad y lactancia 
están vinculadas al parto, la lactancia y los exámenes genitomamarios, mientras que 
en los varones cisgénero, las licencias corresponden a la paternidad y los exámenes 
de PSA. Para promover la redistribución de las responsabilidades de cuidado como 
mecanismo para garantizar el empoderamiento y la autonomía de las mujeres, el informe 
de SEGIB y ONU Mujeres23 habla de la necesidad de ampliar la licencia de paternidad, 
para asegurar la redistribución de las responsabilidades en materia de cuidado. Si bien 
esta recomendación de SEGIB y ONU Mujeres se dirige al marco normativo nacional 
de Uruguay, el desequilibro entre licencias de maternidad y paternidad a nivel nacional 
repercute en la distribución de los permisos de paternidad a nivel institucional, reforzando 

23	 ONU Mujeres y la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB). (2020). Avances y retos legislativos en materia de 
autonomía y empoderamiento económico de las mujeres en Iberoamérica. pp.94. Disponible en: www.segib.org/
cooperacion-iberoamericana/genero/legislacion-en-materia-de-autonomia-y-empoderamiento-economico-de-
las-mujeres-en-iberoamerica/.
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estereotipos y roles de género, y asociando la responsabilidad del cuidado únicamente a 
las mujeres.

Para abordar estas disparidades, se necesitan políticas que fomenten una distribución 
más equitativa de las responsabilidades de cuidado, garantizando que tanto varones 
como mujeres puedan disfrutar de los permisos sin penalizaciones profesionales.

No hay ninguna categoría de las licencias que sea exclusiva para uno u otro sexo, sin 
embargo, se observa que algunos permisos son solicitados de manera desproporcionada 
por los varones, como la licencia académica, el permiso por fallecimiento de hijos y el 
permiso extraordinario por rendimiento sobresaliente. Asimismo, algunas áreas reflejan 
una mayor equidad de género, como la licencia por reducción de jornada por cuidados 
(Decreto N.o 169/014), cuyo uso está relativamente equilibrado (37,77% por parte de 
mujeres y 62,23% por parte de varones). Si consideramos que en 2024, las mujeres 
representaban el 38% de la plantilla del ministerio, estos datos sugieren que ambos 
géneros acceden a este permiso en proporción a su presencia en la institución.

El análisis del uso de los días de permiso e incidencia del personal policial revela 
dinámicas influenciadas por factores de género y decisiones organizativas. Aunque no 
se detectó discriminación formal en la asignación de prestaciones, los grupos focales 
señalaron casos en los que no se atienden por igual las necesidades específicas de 
varones y mujeres. Por ejemplo, a un policía encargado del cuidado de sus hijos, su 
superior le denegó el acceso a turnos especiales, lo que demuestra que las barreras no 
siempre son institucionales, sino que pueden depender de las decisiones individuales 
de los superiores jerárquicos. La recurrencia de situaciones como la mencionada 
anteriormente podrían sugerir que la barrera no es institucional, ya que no existen 
restricciones formales que impidan a los varones asumir el cuidado de sus hijos. Por 
el contrario, la limitación parece corresponder a un carácter social, dado que son los 
superiores jerárquicos quienes asumen que el rol de cuidado recae principalmente en las 
mujeres, lo que ha llevado a que en algunos casos no se otorgue un permiso a varones.

En general, hay un claro progreso en materia de equidad en las licencias tomadas 
dentro del ministerio, pero se puede hacer más. Una mejor recopilación de información, 
incluidos datos demográficos en materia de género, facilitaría el análisis, al igual que 
lo harían específicamente las deliberaciones en grupos focales para identificar dónde 
existen barreras o estigmas que puedan afectar las prácticas en materia de licencias. 
Además, sería importante analizar si la diferencia en los permisos afecta la percepción 
del desempeño o al acceso a las áreas operativas de trabajo, e identificar factores 
para garantizar que ambos sexos se toman los permisos disponibles para asegurar la 
priorización de la salud mental y el tiempo para la familia.

Por último, aunque en términos normativos los procesos de selección y promoción se 
perciben como transparentes, existe la percepción de que factores como la maternidad 
y las responsabilidades de cuidado parecen limitar las oportunidades de promoción de 
las mujeres. En los grupos focales, se relataron casos en los que se cuestionaba a las 
candidatas su capacidad para asumir responsabilidades debido a su rol como madres, 
lo que reflejaba brechas de género implícitas en las evaluaciones de los puestos de 
trabajo. Además, la baja por maternidad o por cuidados repercute en la puntuación 
acumulada para los ascensos, lo que genera desventajas competitivas para las mujeres 
en comparación con sus colegas varones.

Salud física y mental
Los permisos para el autocuidado físico o por problemas de salud mental, especialmente 
en el caso de los varones , se perciben como un signo de vulnerabilidad. Esto puede 
desincentivar su uso, afectando tanto el bienestar del personal como su desempeño 
laboral. Entre 2020 y 2023, los varones, que constituyen el 61,9% del personal, 
solicitaron 542 días de permiso relacionados con el examen de PSA,24 lo que evidencia 
un preocupante descenso en el uso de permisos vinculados a la salud preventiva. Estos 
datos reflejan la percepción cultural de que los varones deben aguantar más y evitar 
mostrar fragilidad, lo que les dificulta expresar necesidades relacionadas con los cuidados 
o su bienestar.

Este problema parece agravarse en los grados superiores de la institución, ocupados 
predominantemente por varones, donde existen factores (desconocimiento de la salud 
preventiva, ambiente machista, factores socioeconómicos) que parecen generar un efecto 
cascada que desincentiva la promoción de estos beneficios en los grados intermedios e 
inferiores. Sin un liderazgo que promueva mecanismos preventivos, se limita el acceso a 
estos derechos, perpetuando así la estigmatización dentro de la cultura institucional.

La salud mental del personal policial en Uruguay es una preocupación crítica, 
particularmente entre los varones jóvenes de rangos inferiores, como agentes y cabos. 
Entre 2019 y 2023, el 88% de los suicidios registrados en la institución correspondió 
a varones, mientras que el 12%, a mujeres. No obstante, los datos muestran una 
distribución por género y factores asociados que no parecen diferir significativamente 
de los patrones observados en cuerpos policiales de otros países con contextos 
similares. Aunque el 88% de los casos corresponden a varones y el 12% a mujeres, 

24	 El antígeno prostático específico, o PSA, es una proteína producida tanto por las células prostáticas normales 
como por las malignas (cancerosas). La prueba del PSA se utiliza para medir la concentración de PSA en la 
sangre. Para esta prueba, se envía una muestra de sangre a un laboratorio para su análisis. Los resultados 
suelen expresarse en nanogramos de PSA por mililitro de sangre (ng/ml).
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las causas reportadas – problemas amorosos (33%), motivos desconocidos (29%) y 
enfermedades físicas o mentales (11%) – coinciden con las tendencias internacionales 
en las instituciones de seguridad. Estos datos ponen de manifiesto la importancia de 
seguir analizando los factores de riesgo y reforzar las estrategias de apoyo psicosocial 
adaptadas a las necesidades del personal policial.25

Además, los perjuicios económicos son otro de los factores por los cuales el personal 
prefiere no solicitar asistencia médica o psicológica. En el subescalafón ejecutivo , 
las actividades operativas consideradas servicios extraordinarios se pagan además 
del sueldo fijo. Ser declarado no apto para el servicio activo implica el riesgo de ser 
desarmado y perder la oportunidad de acceder a estas retribuciones adicionales.26

Lactancia y cuidados infantiles
Para las madres lactantes, la normativa laboral garantiza importantes derechos. Tras el 
período de baja por maternidad, las mujeres pueden reducir su jornada laboral a la mitad 
durante el primer año de vida del hijo o hija. Esta medida, establecida en la Orden 2/21 
de la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional, busca apoyar la lactancia 
materna y facilitar la reincorporación al trabajo. Además, se ha creado un Comité de 
Lactancia Materna dentro del Departamento de Pediatría de Sanidad Policial para 
gestionar estas solicitudes.27 Aunque en algunas unidades del Ministerio del Interior se 
han habilitado salas para la extracción y conservación de la leche materna, su número 
es aún limitado; ni siquiera la propia DNPG dispone de sala de lactancia y muchas de las 
unidades y comisarías de la Policía Nacional tampoco cuentan con este recurso. Entre las 
dependencias que sí disponen de estas salas se encuentran la Secretaría de Estado, la 
Dirección Nacional de Bomberos, la Dirección Nacional de Policía Científica y la Dirección 
Nacional de Sanidad Policial. Esta es una cuestión que la DNPG debería impulsar y 
también debería controlar que efectivamente se cumpla la normativa.

25	 La diaria (2024). Según el Ministerio del Interior, la principal causa de suicidios en la Policía son los problemas 
amorosos. Comunicado de prensa publicado el 26 de abril de 2024. Disponible en: ladiaria.com.uy/justicia/
articulo/2024/4/segun-el-ministerio-del-interior-la-principal-causa-de-los-suicidios-en-la-policia-son-los-
problemas-amorosos/.

26	 «Es una medida preventiva cuando el policía demuestra tener algún tipo de problemas. A veces los jefes 
toman esa decisión de manera muy apresurada, y puede generar un incremento en el problema que tiene la 
persona, porque si tiene un problema emocional o de salud; eso puede generar que se le agregue un problema 
económico.» Focus group, fuente anónima.

27	 Orden 2/21 de 8 de marzo de 2021 de la Dirección Nacional de Sanidad Policial: «Cumplidos los 84 días de 
descanso puerperal, la funcionaria tendrá derecho a trabajar medio turno por lactancia durante un período de 
hasta un año a partir de la fecha del parto».

Todos estos factores ponen de relieve la necesidad de abordar las políticas y prácticas 
organizativas, así como los prejuicios en materia de género que podrían perpetuar 
las desigualdades de género en la institución, incluso cuando las políticas parecen 
igualitarias. Si bien se ha avanzado en el aumento de la representación de las mujeres 
y la protección de la maternidad, persisten lagunas en ámbitos como la promoción 
profesional, el acceso equitativo a los permisos y la normalización de la atención a la 
salud mental para todo el personal. La reticencia de los varones a buscar apoyo en 
materia de salud mental, las desventajas estructurales a las que se enfrentan las mujeres 
en los procesos de promoción y la escasa disponibilidad de instalaciones para la lactancia 
materna ponen de relieve la necesidad de seguir analizando los factores sutiles que 
pueden generar condiciones de trabajo diferentes para varones y mujeres. Abordar estos 
retos requiere un enfoque holístico que no solo aplique políticas inclusivas, sino que 
también fomente el cambio cultural dentro de la institución para garantizar un entorno de 
trabajo verdaderamente solidario y sensible a las cuestiones de género.
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Recomendaciones
•	 Diseñar perfiles de puestos de trabajo para garantizar que se asigne 

n a las personas más adecuadas y que también se imparta formación 
para garantizar el correcto desempeño de estas funciones. Esto debería 
reducir cualquier posible efecto de brecha o discriminación de género en 
la asignación de puestos y tareas.

•	 Diseñar un sistema de mentores para las mujeres que están 
transitando el sistema de ascensos, en el que el personal mentor 
cumpla los siguientes criterios 1) que ostenten un grado superior al de 
la mentorizada; 2) que tengan una trayectoria contrastada, 3) que estén 
sensibilizados/as con la perspectiva de género.

•	 Garantizar que el personal no sea penalizado por ejercer permisos 
de paternidad, cuidado familiar o apoyo a parejas embarazadas.

•	 Integrar estrategias de liderazgo inclusivo y gestión del talento 
diverso a través de programas de formación dirigidos a mandos medios 
y altos que enfaticen la toma de decisiones equitativa y la gestión de 
equipos diversos. Estos programas deben incluir capacitación sobre 
brechas de género inconscientes, comunicación efectiva y trabajo 
colaborativo, garantizando así que los líderes cuenten con herramientas 
para fomentar un ambiente de respeto e inclusión. (Ver más en las 
recomendaciones de la sección 3.)

•	 Garantizar una representación de género proporcional en los 
Tribunales de Calificación. Se recomienda revisar la norma que 
establece quien los conforma a los tribunales. Esto ayudaría a 
comprender los posibles obstáculos que enfrentan las mujeres para 
acceder a los ascensos y garantiza un proceso de toma de decisiones 
más representativo para los ascensos.

•	 Profundizar el sistema de análisis general de datos del personal 
en aspectos clave como la cantidad de nuevos ingresos, funciones 
desempeñadas, mando, y retiro, entre otros aspectos relacionados con la 
carrera profesional en el Ministerio del Interior.

•	 Recopilar estadísticas sobre bienestar psicosocial, tasas de 
rotación y distribución de ascensos por género para reconocer 
necesidades diferenciales de atención psicosocial o bienestar para 
el funcionariado. Una mejor recopilación de datos demográficos por 
género facilitaría el análisis, como lo harían específicamente los 
debates de grupos focales para identificar dónde existen barreras o 
estigmas que puedan afectar al usufructo de licencias. Además, sería 
importante analizar si la diferencia en las licencias afecta la percepción 
del desempeño o el acceso a las áreas operativas de trabajo, e 
identificar factores para garantizar que ambos sexos accedan a los 
permisos disponibles para asegurar la priorización de la salud mental y 
el tiempo familiar.

•	 Continuar analizando los procesos de ascenso para identificar 
posibles barreras de género. Este análisis debe incluir un desglose 
detallado de las personas que acceden a los cursos de pasaje de grado 
y de quienes ascienden por vía directa.

•	 Recopilar estadísticas sobre el acceso del personal a 
oportunidades de desarrollo profesional, como cursos, formaciones 
y licencias de estudio, tanto en la escala ejecutiva como en la 
administrativa y otras escalas. Si existen barreras para poder permitirse 
el tiempo, los recursos o ser seleccionada para estudiar, esto podría 
afectar negativamente el acceso de las mujeres a la promoción.

•	 Recopilar datos sobre los distintos tipos de licencias solicitadas y la 
tasa de aprobación de dichas solicitudes. Para ello, se pueden utilizar 
herramientas como el análisis de datos, cuestionarios y grupos de 
discusión.

•	 Revisar las ayudas al cuidado de niños/as tanto para varones como para 
mujeres, garantizando la igualdad de acceso al permiso parental.
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Educación y 
aprendizaje 
institucional
El análisis de género de la capacitación y formación se 
centra en identificar los canales disponibles dentro de 

la entidad para difundir y aprender sobre cuestiones de 
género. Para cumplir los objetivos de su misión y visión 
de garantizar la seguridad de la población, el Ministerio 
del Interior debe abordar la prevención y la respuesta a 
los delitos vinculados a la violencia basada en género.

Para esto se necesitan capacitaciones y procedimientos específicos 
(abordados en el capítulo 1) que aseguren que la policía comprenda la 
dinámica de género de los delitos. Además, la formación desempeña un 
papel fundamental en el acceso al servicio y en la promoción profesional, 
por lo que las oportunidades de educación y aprendizaje también se 
analizan desde la perspectiva de si existen desigualdades en el acceso a la 
educación y a las oportunidades de aprendizaje para mujeres y varones.

En Uruguay, la formación y el aprendizaje institucional dentro de la policía se estructuran 
en tres etapas fundamentales. En primer lugar, se encuentra la formación básica previa al 
ingreso a la fuerza, que proporciona habilidades y conocimientos fundacionales. Le sigue 
la formación profesional continua, que es obligatoria para el ascenso y asegura que el 
personal policial mantenga y mejore sus competencias a lo largo de su carrera. Además 
de estos programas de formación obligatoria, existe un componente de formación 
voluntaria que se ofrece a través de la plataforma en línea de la Dirección Nacional de 
Educación Policial. Esta plataforma es utilizada por la Dirección Nacional de Políticas de 
Género (DNPG) para organizar cursos que se ajusten a sus prioridades y a los recursos 
disponibles, lo que genera oportunidades de aprendizaje flexibles y específicas.
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3.1	 Formación sobre cuestiones de género 
como parte de la formación básica de la 
policía

La Dirección Nacional de la Educación Policial (DNEP) es responsable de la formación 
y capacitación del personal policial a través de tres escuelas: la Escuela Nacional de 
Policía, la Escuela Policial de la Escala Básica y la Escuela Policial de Pos grado y 
Estudios Superiores. En cada una de estas escuelas, está institucionalizada la formación 
específica en temas de género para todo el personal en formación policial.

Escuela Nacional de Policía Juan Carlos Gómez Folle
En esta escuela de formación de futuros oficiales de policía, el plan de estudios incluye 
formación en violencia doméstica y basada en género. Estas materias están vinculadas a 
la formación como agente de policía, incluidos los cursos de grado terciario y universitario 
ofrecidos por la Escuela Nacional de Policía y reconocidos por el Ministerio de Educación 
y Cultura:

•	 Técnico de seguridad y orden público
•	 Licenciatura en Seguridad y Orden Público (Plan 2020)
•	 Licenciatura en Gestión de Servicios contra Incendios (Plan 2023)

Según datos facilitados por la Dirección Nacional de Educación Policial, para los tres años 
de formación profesional en la Escuela Nacional de Policía están previstas 128 horas de 
formación, distribuidas de la siguiente manera:

Año Asunto Horas

Primer año Violencia doméstica y basada en género I 64

Segundo año Violencia doméstica y basada en género II 32

Tercer año Información actualizada sobre violencia doméstica y 
basada en género

32

Total de horas 128

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos facilitados por la Dirección Nacional de 
la Educación Policial (junio 2024) y del currículo ofrecido en el tronco común del Plan 
de Estudios 2020 para cadetes.

De este modo, se pretende 
garantizar que la formación 

sobre cuestiones de género se 
lleve a cabo de forma regular 
en la formación de la carrera 

policial y no solo como un 
tema coyuntural en el proceso 

de formación.
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Escuela Policial de Escala Básica General José Artigas
Esta escuela se encarga de la educación y formación del personal que solicita ingresar 
en el cuerpo de policía como personal y de los cursos necesarios para el ascenso en la 
escala básica. La información brindada por la Dirección Nacional de Educación Policial 
sobre la cantidad de personal que ha cursado conferencias relacionadas con temas de 
género en la ciudad de Montevideo, desde el año 2021 al 2023, en los cursos de pasaje 
de grado es la siguiente:

Pasaje de 
Grado

Asignatura 
o ciclo de 
conferencia

Año* Horas Alumnado

Mujeres Varones

Agente a Cabo Violencia Basada 
en Género

2021 24 114 214

Cabo a Sargento 16 51 250

Sargento a Sub. 
Oficial Mayor

24 19 46

Total 2021 64 184 510

Agente a Cabo Violencia Basada 
en Género

2022 3 174 338

Cabo a Sargento 3 118 179

Sargento a Sub. 
Oficial Mayor

3 42 45

Agente a Cabo Derechos 
Humanos

2022 3 174 338

Cabo a Sargento 3 118 179

Sargento a Sub. 
Oficial Mayor

3 42 45

Total 2022 6 334 562

Agente a Cabo Violencia Basada 
en Género

2023 3 145 324

Cabo a Sargento 3 97 169

Sargento a Sub. 
Oficial Mayor

3 25 62

Agente a Cabo Derechos 
Humanos

2023 3 145 324

Cabo a Sargento 3 97 169

Sargento a Sub. 
Oficial Mayor

3 25 62

Total 2023 6 267 555

Fuente: elaboración propia en base a datos brindados por la DNEP.

La formación sobre cuestiones de género en estos cursos de pasaje de grado muestra 
avances, pero también retos persistentes. El análisis de los datos proporcionados por 
la DNEP revela una alarmante reducción de las horas dedicadas a la formación en 
temas de género en los cursos de pasaje de grado en los últimos años. Mientras 
que en 2021 se destinaron 64 horas a estos temas, para 2022 y 2023, la cifra se 
redujo drásticamente a sólo 6 horas.28 Esta disminución puede limitar la eficacia de la 
sensibilización en materia de género, crucial para fomentar una cultura organizativa más 
equitativa y garantizar que los futuros mandos tengan un conocimiento profundo de las 
cuestiones de género.

Es importante señalar que estas 6 horas de formación en temas de género se distribuyen 
entre dos áreas: 3 horas para la temática de violencias basadas en género y 3 horas para 
derechos humanos. Esta formación se enfoca en espacios de talleres de sensibilización 
liderados por el Departamento de Formación y Actualización Profesional de la DNPG, 

28	 Asignación de horas para formación en materia de género, especialmente en temas relacionados con violencia 
de género y derechos humanos. Mientras que en 2021 se asignaron un total de 64 horas de formación (24 horas 
de Oficial a Cabo, 16 horas de Cabo a Sargento y 24 horas de Sargento a Suboficial), en 2022 y 2023, el tiempo 
dedicado a estos temas se redujo a 6 horas (3 horas por curso, sumando 6 horas por cada subescala) en total.
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sin que forme parte de una calificación oficial o de un porcentaje acumulado dentro del 
programa de contenidos de los cursos de pasaje de grado.

Por lo tanto, si bien los temas de género están presentes en los cursos, su impacto 
puede ser limitado, ya que, al ser actividades complementarias, con un escaso número 
de horas y sin evaluación formal, no logran generar un impacto en el personal en proceso 
de ascenso.29 Resulta esencial que la DNPG invierta esta tendencia y abogue por el 
aumento tanto de la cantidad de horas dedicadas al tema, como por garantizar el 
carácter obligatorio de estos cursos.

A nivel nacional, la Dirección Nacional de Educación Policial, presentó el porcentaje de 
mujeres y varones que han accedido a los cursos de pasaje de grado entre 2020 y 2023, 
donde se refleja que en los últimos años, han sido más mujeres que varones las que han 
ingresado a estos cursos, como se muestra a continuación:

2020 2021 2022 2023

800

400

600 Varones

Mujeres

200

0

Personal matriculado en cursos pasaje de grado a nivel nacional, 
desglosado por sexo (2020–2023)

Fuente: Elaboración propia a partir de la información facilitada por la Dirección 
Nacional de Educación Policial (DNEP).

En 2020 las mujeres representaban el 53,8% del personal que realizaba cursos de pasaje 
de grado a nivel nacional, mientras que en 2023, la cifra ascendió al 71%. Sin embargo, 
cabe destacar que la promoción efectiva no solo depende de la realización y superación 
de los cursos de pasaje de grado, sino de las vacantes disponibles.

29	 «Cuando uno va a hacer un curso de pasaje de grado, está muy preocupado por las materias que computan 
para competir por la prelación para ascender. Y sobre este tema se dan talleres y lo que pasa con los talleres es 
que hay gente que les pone atención y otras que no, porque tratan de centrar su atención en las materias que 
pueden afectar la nota o el lugar de prelación para ascender. Sería un acierto que se incluya como una materia.» 
Grupo focal, fuente anónima.

A lo largo de los años, en la ciudad de Montevideo, la participación de mujeres en los 
cursos de pasaje de grado se ha mantenido constante, aunque con una tendencia a la 
baja, especialmente en los ascensos de cabo a sargento y de sargento a suboficial mayor, 
donde la brecha de género es más pronunciada. En contraste, en el resto del país, las 
mujeres representan una proporción mayor del personal que realiza los cursos de pasaje 
de grado.

No obstante, el hecho de ingresar y aprobar un curso de pasaje de grado no garantiza 
un ascenso inmediato, aunque sí otorga beneficios económicos, como el cobro del grado 
correspondiente al curso aprobado. El ascenso efectivo depende de la disponibilidad de 
vacantes, las cuales se habilitan cada año, lo que significa que el personal permanece en 
espera hasta que se liberen dichas vacantes para su ascenso.
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Escuela Policial de Posgrados y Estudios Superiores
Dedicada a la formación avanzada de oficiales, ofrece diversos cursos para la 
promoción de oficiales y cursos especializados para su desarrollo profesional, desde 
nivel de especialización (en educación policial) y de maestría (en criminología). Según 
datos facilitados por la DNPG, la cantidad de funcionarios/as del Ministerio del Interior 
formados/as por el Departamento de Formación y Actualización Profesional de la DNPG 
en el marco de los cursos impartidos por la Escuela Policial de Postgrado y Estudios 
Superiores (EPPES/DNEP) entre 2021 y 2023, desglosado por curso y sexo es:

Curso de obtención del título Mujeres Varones Subtotal

De Comisario Mayor a Comisario 
General

16 13 29

De Comisario a Comisario Mayor 36 99 135

De Subcomisario a Comisario 61 92 153

De Oficial Principal a Subcomisario 85 104 189

De Oficial Ayudante a Oficial 
Principal

142 239 381

De suboficiales a oficiales 
Ayudante

39 16 55

Reingreso a Oficiales Ayudantes 1 4 5

Cursos Extracurriculares

Instructores policiales 7 76 83

Formación CAVID 39 38 77

Instructores Sumariantes 30 55 85

Estado mayor y Estrategia Policial 3 36 39

Total 459 772 1,231

Fuente: Elaboración propia a partir de información facilitada por la Dirección Nacional 
de Políticas de Género.

A partir de estos datos, se observa que la presencia femenina en la capacitación de 
género brindada por la DNPG en los cursos de ascenso varía según el nivel jerárquico. 
En los ascensos iniciales, como el de Oficial Ayudante a Oficial Principal, las mujeres 
representan el 37% de los participantes, un porcentaje cercano a su presencia en la 
institución (38%). Sin embargo, a medida que se avanza en la jerarquía, la brecha de 
género se amplía. En el curso de Comisario a Comisario Mayor por ejemplo, solo el 27% 
de los participantes son mujeres, lo que sugiere que el acceso a espacios de formación 
en temas de género en niveles superiores de la carrera policial es más limitado para las 
mujeres. Esto podría estar relacionado con que, a medida que se avanza en la jerarquía, 
menos mujeres ingresan e estos grados, o bien a que hay una menor disposición de los 
varones de participar en los cursos dictados por la DPNG conforme incrementa el nivel 
jerárquico.

A pesar de esta tendencia, la cantidad de mujeres que han participado en espacios de 
formación relacionados con temas de género en algunos casos iguala o incluso supera 
la de sus pares masculinos. Un ejemplo de esto es el curso de ascenso a Comisario 
General, donde la cantidad de mujeres supera la de varones (16 frente a 13). Esto podría 
sugerir que en este nivel de jerarquía (el más alto), menos varones participan de espacios 
de formación en temas de género que las mujeres.

Por otro lado, la distribución de mujeres en cursos extracurriculares revela una 
subrepresentación femenina en áreas clave para la toma de decisiones dentro de la 
institución. En el curso de Instructor Policial, las mujeres representan solo el 8,4% de los 
participantes, y en el de Estado Mayor y Estrategia Policial, apenas el 7,7%. Esto podría 
limitar su acceso a roles de formación y liderazgo, lo que restringe su influencia en el 
desarrollo profesional de otros efectivos policiales.

Sin embargo, existen excepciones en las que la participación femenina y masculina 
es equitativa. Los cursos de Formación CAVID (Centro de Atención a las Víctimas de 
la Violencia y el Delito) son de asistencia profesional para los funcionarios/as y sus 
familiares que hayan sido víctimas de situaciones de violencia. En ellos, la presencia de 
mujeres y varones es prácticamente igual (39 y 38, respectivamente). Esto sugiere que, 
en ciertas áreas de especialización, la distribución de género es más equilibrada.

En conclusión, si bien las mujeres tienen una representación relativamente proporcional 
en los ascensos de nivel intermedio, su presencia disminuye en algunos cursos 
estratégicos y en ciertos ascensos a niveles más altos. Esto podría indicar barreras 
en el acceso a oportunidades clave para el liderazgo y la especialización dentro de la 
institución. Se recomienda analizar qué factores influyen en esta desigualdad y evaluar 
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medidas para garantizar que las mujeres puedan acceder en igualdad de condiciones a 
todos los niveles de la carrera policial.

Con la información disponible, no es posible comparar la cantidad de personas que 
ingresan a la Escuela de Posgrados y Estudios Superiores con aquellos relacionados con 
los espacios de formación en género ofrecidos por la DNPG. Esta información resulta 
clave para comprender la proporción de personal que recibe formación en género dentro 
de la Escuela de Posgrados y para analizar en qué medida estos cursos se integran 
en la trayectoria educativa y profesional de los oficiales de mayor nivel jerárquico. Es 
fundamental que la DNPG pueda acceder a estos datos, ya que permitirían entender 
cuánto tiempo se dedica específicamente a la formación en género dentro del programa 
de contenidos y conocer la cantidad total de participantes que ingresan a la escuela, lo 
cual resulta esencial para evaluar el acceso y la equidad en el ascenso para las mujeres.

3.2	 Formación a cargo de la Dirección 
Nacional de Políticas de Género

Como responsable de liderar la incorporación de la perspectiva de género en todas 
las áreas del Ministerio del Interior, la DNPG se encarga de «definir el perfil, los 
requisitos y la capacitación necesaria para el personal que trabajará bajo su órbita; 
así como asesorar y apoyar a las distintas dependencias en la selección del personal 
relacionado con la temática». Como se mencionó en capítulo 1, desde su creación, la 
DNPG viene realizando capacitaciones para la profesionalización del personal policial 
en temas de género a través de cursos, seminarios, talleres, conferencias y jornadas de 
sensibilización. En sus diversas capacitaciones, también han participado referentes y 
personal técnico de diferentes instituciones (Mides – Inmujeres, Fiscalía General de la 
Nación, Poder Judicial y organizaciones de la sociedad civil).

Sin embargo, según el Departamento de Formación y Actualización Profesional de la 
DNPG, la sistematización de los formatos de capacitación recién comenzó formalmente 
en 2020. Esto ha generado lagunas en el registro histórico, y aún no se sabe con certeza 
cuántas personas fueron capacitadas durante los primeros diez años de funcionamiento 
de la entonces División Políticas de Género.

Si bien la DNPG tiene una larga trayectoria en materia de sensibilización de género, la 
falta de un registro sistemático limita la posibilidad de medir todo el impacto histórico 
de las actividades de formación. Esta constatación subraya la importancia de disponer 
de herramientas de seguimiento desde el inicio de cualquier proceso de formación para 
garantizar una evaluación continua.

Progresivamente, de 2019 a 2023, ha ido aumentando la cantidad de participantes en la 
formación impartida por la DNGP sobre temas relacionados con el género:

Año Mujeres Varones Otro No desglosa-
do por sexo

Subtotal 
anual

2019 1.092 1.024 0 657 2.773

2020 778 451 0 585 1.814

2021 784 704 0 0 1.488

2022 2.113 1.834 3 402 4.352

2023 1.331 1.552 0 36 2.919

Total 6.098 5.565 3 1.680 13.346

Fuente: Dirección Nacional de Políticas de Género.

Esta tabla muestra una ligera trayectoria ascendente en la cantidad macro de 
participantes, con una participación inicial – entre 2020 y 2022 – de más mujeres que 
varones en la formación sobre cuestiones de género. El año 2022 marca un notable 
incremento en el esfuerzo institucional por brindar oportunidades de capacitación 
relacionadas con temas de género, ya que se duplica la participación, y aunque en 
2023 se registra un leve descenso, las cifras siguen siendo superiores a las de los años 
anteriores a 2022, lo que indica un esfuerzo sostenido en materia de capacitaciones. 
En cuanto a la participación masculina, durante 2019–2023, los varones representaron 
44% del total de participantes. Estos datos demuestran el impacto de los esfuerzos de 
la DNGP para fomentar la participación de los varones en la formación. Sin embargo, 
la participación masculina es fluctuante, lo que evidencia la necesidad de contar con 
estrategias sostenidas para involucrar a más varones teniendo en cuenta su papel crucial 
en la promoción de la igualdad de género.

En el anexo 7, se muestran las temáticas abordadas en las capacitaciones y 
sensibilizaciones lideradas por la DNPG entre 2019 y 2023. Las mismas demuestran 
un interés por adaptar los contenidos de los cursos de acuerdo con las temáticas 
que se abordan año a año. En la capacitación, se incluyen factores clave de análisis 
para avanzar en la igualdad de género institucional desde el enfoque interseccional. 
Adicionalmente, cabe resaltar que en los últimos años, se han abordado temas de 
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capacitación sobre la dimensión étnico-racial, la trata, el tráfico y la explotación de 
personas; contextos de privación de libertad y análisis de vulnerabilidades etarias, 
demostrando el compromiso de la DNPG por avanzar en materia de interseccionalidad.

La DNPG reconoce que dispone de recursos humanos limitados para generar procesos 
formativos territoriales que permitan la integración de la perspectiva de género para todo 
el personal policial a nivel nacional.

3.3	 Formación adicional sobre cuestiones 
de género disponible en plataforma de 
formación virtual

El Departamento de Formación y Actualización Profesional de la DNPG lidera la 
capacitación virtual que está disponible en la plataforma de la Dirección Nacional de la 
Educación Policial. Esta capacitación virtual se enfoca en tres temas principales: violencia 
doméstica y basada en género, trata, tráfico y explotación de personas, y violencia sexual 
contra niños, niñas y adolescentes. Se trata de cursos voluntarios en los que el personal 
policial y funcionariado civil del MI se inscribe cuando se abre la convocatoria para cada 
curso.

En promedio , se registran entre 200 y 400 solicitudes para participar en cada uno 
de los cursos virtuales. Sin embargo, cada curso tiene solo 60 plazas debido a los 
limitados recursos humanos disponibles en el departamento para realizar el seguimiento 
y evaluación de cada participante en el proceso de formación virtual. Existen cupos 
asignados para el personal del subescalafón ejecutivo (tanto superior como básico) que 
trabaja en territorio, lo que prioriza la necesidad de que el funcionariado encargado del 
servicio a la comunidad reciba la capacitación.

Cada curso de la plataforma en línea tiene una carga horaria de 24 horas. Según la 
normativa del Ministerio del Interior (Artículo 15 del Decreto 431/16), todos los cursos 
para personal policial que tengan una carga horaria de 21 horas o más otorgan 20 puntos, 
que constituye la puntuación máxima en la calificación anual del personal policial (siempre 
y cuando sea homologado por el Tribunal respectivo de la DNEP previamente). Esta 
puntuación se ha ido incrementando paulatinamente desde el inicio de las formaciones 
virtuales de la DNPG en 2020; al principio eran 10 horas lectivas, luego se incrementaron 
a 20 horas y en 2021, los cursos alcanzaron las 24 horas lectivas. Esto ha fortalecido y 
promovido el interés del alumnado en participar, quienes reciben un puntaje máximo para 
el puntaje anual de calificación policial.
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Recomendaciones
•	 Garantizar fondos específicos para actividades de formación 

en género. Como que la DNPG no cuenta con recursos propios 
para desarrollar actividades de capacitación, se recomienda asignar 
un presupuesto específico para ampliar la cantidad de horas de 
formación del personal en temas de género. Esto permitiría fortalecer 
las competencias en la materia dentro del Ministerio del Interior sin 
depender exclusivamente de la cooperación internacional. Además, se 
podrían establecer alianzas estratégicas con instituciones educativas 
nacionales para asegurar la sostenibilidad de los programas de 
formación.

•	 Se recomienda que la Dirección Nacional de Educación Policial 
mantenga la obligatoriedad de los cursos de formación en las 
escuelas de policía, asegurando así la continuidad de las horas 
actualmente asignadas y explorando la posibilidad de ampliar los cupos 
de participación. Asimismo, se sugiere promover una participación 
equitativa en los cursos, lo que garantizaría la igualdad de oportunidades 
en la formación policial. Dado que al menos el curso de cadetes cuenta 
con el reconocimiento del Ministerio de Educación y Cultura (MEC), 
toda modificación a su plan de estudios deberá ser presentada ante 
la Comisión de Educación para su evaluación y aprobación. Por otro 
lado, como la Dirección Nacional de Políticas de Género (DNPG) aún 
no cuenta con la capacidad técnica para aumentar la carga docente, 
se recomienda evaluar estrategias para fortalecer sus recursos y su 
capacidad de enseñanza en el futuro.

•	 Incluir temas de género en los programas de contenidos de los 
pasajes de grado y evaluar su impacto en los ascensos.

•	 Diseñar un programa de formación en liderazgo con perspectiva 
de género para mandos intermedios para que promuevan la igualdad 
dentro de sus equipos, liderando con el ejemplo y aplicando prácticas 
inclusivas. La formación debe proporcionar herramientas para identificar 
brechas de género, fomentar ambientes de trabajo equitativos y 
reconocer iniciativas que favorezcan la igualdad.

•	 Diseñar un programa de formación en liderazgo con perspectiva de 
género dirigida a los grados de mayor jerarquía (de Subcomisario en 
adelante) para fortalecer su rol en la transformación institucional hacia la 
igualdad de género. El programa debe abordar el impacto de la equidad 
en la eficiencia organizacional y el liderazgo inclusivo en la toma de 
decisiones estratégicas. También debe enfatizar la importancia de 
crear entornos laborales libres de discriminación y brechas de género, 
promoviendo así políticas sostenibles de igualdad. Incluir estudios de 
caso y buenas prácticas permitirá que los altos cargos adopten medidas 
concretas para impulsar el cambio cultural dentro de la institución.

•	 Para las formaciones dirigidas por la DNPG, considerar la inclusión 
de temas que aborden las normas y los prejuicios de género 
(los componentes de la cultura institucional que más lentamente 
cambian), incluida la formación sobre masculinidades no violentas 
y corresponsables. Desarrollar más materiales educativos sobre 
interseccionalidad e incluir casos para el análisis interseccional de 
experiencias de discriminación por prejuicios relacionados con temas de 
diversidad sexual y dimensión étnico-racial.

•	 Desarrollar indicadores que midan los cambios logrados por la 
formación y la sensibilización en los prejuicios de género y las actitudes 
hacia los roles de género, así como en la eficacia operativa.

•	 Utilizar los procesos de formación de formadores para multiplicar 
la formación sobre género impartida por la DNPG. (Ver el informe de 
evaluación independiente del DCAF con la recomendación elaborada a 
partir de la formación piloto mencionada anteriormente).
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4

Percepción 
pública y 

rendición de 
cuentas 4.1	 Percepción pública de la actuación 

policial
La forma en que los diferentes sectores de la comunidad perciben a las instituciones 
de seguridad resulta esencial para la capacidad de la institución de satisfacer las 
necesidades de seguridad de la población, su eficacia y la confianza que estas 
instituciones reciben. Encuestas nacionales recientes, como Latinobarómetro,30 indican 
un nivel relativamente alto de confianza en la policía por parte de la sociedad uruguaya.

2016 2017 2018 2020 2023

40

Mucha 
confi anza 
16,0% 

Algo de 
confi anza 
38,2% 

Poca 
confi anza 
28,8% 

Ninguna 
confi anza 
17,0% 

20

0

%

Latinobarometro – Confi anza en La Policia de Uruguay 
2016–2023

30	 Latinobarómetro: confianza en la policía de Uruguay 2016–2023 www.latinobarometro.org/latContents.jsp.



60 61

Sin embargo, los factores que impulsan esta confianza y cómo éstos pueden afectar 
de manera diferente a mujeres y varones, a menudo no se comprenden del todo. Por 
ejemplo, Latinobarómetro formula solo una pregunta: «¿Diría usted que tiene mucha, 
algo, poca o ninguna confianza en la policía?». Si bien resulta útil para las comparaciones 
internacionales, esta pregunta no explica por qué la confianza es alta, para quién o cómo 
mejorarla.

El DCAF ha realizado estudios sobre este tema que pueden ayudar a analizar mejor 
los motores de la confianza, basándose en la disposición a colaborar con la policía, 
la satisfacción y la confianza institucional y específica, con el apoyo de datos de 
encuestas desglosados. Estas áreas pueden analizarse más a fondo para poder ofrecer 
recomendaciones específicas. Por ejemplo, la confianza institucional puede mejorarse 
con transparencia, la confianza específica con mejoras en la actuación policial, la 
colaboración con eficacia y la satisfacción con un trato justo, todo lo cual puede afectar de 
manera diferente a mujeres y varones.

La confianza institucional se ve afectada por la percepción de la legitimidad del trabajo 
policial, y la transparencia es clave. La difusión de datos, tanto positivos como negativos, 
sobre la eficacia de la institución, respetando la ley, demuestra a la comunidad que la 
institución no tiene nada que ocultar, que responde y trabaja por los intereses de toda la 
población, y que no teme hacer autoevaluaciones para seguir mejorando.

Aquí es donde resultan importantes los informes sobre la asignación presupuestaria, los 
índices de delincuencia y los métodos de cálculo, las reflexiones sobre el aprendizaje 
y la apertura, garantizando que la integridad de los datos y los análisis sean sólidos y 
robustos.

Además, la accesibilidad a los procedimientos de queja resulta un factor importante para 
la confianza, para asegurar al público que, independientemente del grupo demográfico 
al que representen, las quejas se tomarán con seriedad, abiertamente, y se investigarán 
tomando las acciones necesarias. La transparencia también incluye elementos como las 
decisiones institucionales importantes que pueden compartirse con la justificación de 
las decisiones, incluidas las adoptadas en respuesta a quejas internas y casos de mala 
conducta.

Análisis
Resulta evidente que el Ministerio del Interior ha aumentado considerablemente la 
recopilación y el análisis de datos en los últimos años, incluido el informe anual del 25 
de noviembre (que se realiza ininterrumpidamente desde 2017) y un acuerdo con el 
Instituto Nacional de Estadística en 2024 para realizar una Encuesta de victimización, 
que, entre otros, medirá la confianza y las estadísticas sobre delincuencia. Todo ello 
ofrece excelentes oportunidades para profundizar en el conocimiento de los factores que 
impulsan la confianza, desde la diversidad sociodemográfica, así como de los delitos de 
género no denunciados, tanto domésticos como no domésticos.

Todos estos datos deben estar disponibles como datos desglosados, y ser pasibles 
de ser analizados independientemente para varones y mujeres y a través de una 
perspectiva interseccional (por ejemplo, orientación sexual, raza, discapacidad, religión: 
lo que sea pertinente). El análisis puede apoyarse en la colaboración estrecha con 
organizaciones de la sociedad civil de mujeres y/o LGBTIQ+ que puedan ofrecer acceso 
a grupos focales y conexión con más conjuntos de datos, vinculados a factores y motivos 
específicos por los que no se denuncian determinados delitos y denuncias de ciertos 
grupos de víctimas. Esto puede constituir la base de las políticas.

Por ejemplo, el Informe de las organizaciones de la sociedad civil sobre la situación de 
los Derechos Humanos en Uruguay31 de 2022 identifica claramente un vínculo entre 
género, confianza y actuaciones policiales. El informe enfatiza que se percibe que el uso 
de la identificación forzada de personas por parte de la policía puede generar abuso y 
discriminación, particularmente en casos de personas trans y no binarias. Si bien se trata 
de una facultad legal de la policía y práctica conocida en zonas de alta criminalidad, puede 
ser contraproducente si se aplica sin una comprensión de las necesidades locales o sin un 
enfoque basado en la inteligencia que promueva la eficacia, la confianza y la eficiencia.

Este tipo de acciones resultan muy visibles para la comunidad, pero puede que no 
se comprenda bien su eficacia o su impacto en la confianza. Cuando la comunidad o 
internamente, otros policías, perciben estas acciones como contraproducentes o incluso 
como mala conducta, es importante asegurar vías de denuncia , tanto para abusos 
individuales por parte de la policía, como para recomendaciones sobre cómo mejorar 
las acciones policiales a través de controles internos y externos. Uruguay tiene la 
oportunidad de hacer un análisis profundo e inclusivo en materia de género sobre 
la confianza, que ayudaría a elaborar políticas sensibles al género.

31	 Servicio Paz y Justicia Uruguay [SERPAJ UY] (2022). Informe de las organizaciones de la sociedad civil sobre la 
situación de los Derechos Humanos en Uruguay. Mayo 2022. Disponible en: ccprcentre.org/files/documents/
INT_CCPR_CSS_URY_48860_S.pdf.
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Para reforzar las competencias de la DNPG, resulta fundamental aprovechar los canales 
de cooperación con grupos de la sociedad civil y entidades públicas. La colaboración 
con organizaciones de mujeres y grupos sociales puede mejorar la atención a las 
víctimas y fortalecer los mecanismos de comunicación entre la Policía Nacional y la 
comunidad. Adicionalmente, la DNPG debe continuar desarrollando su papel como unidad 
articuladora, reforzando su participación en espacios nacionales e internacionales que le 
permitan captar la percepción de la comunidad sobre la Policía Nacional y los temas de 
género.

Uno de los principales aliados de la DNPG es el Instituto Nacional de las Mujeres del 
Ministerio de Desarrollo Social, con el que trabaja para fortalecer las políticas de igualdad 
y diseñar medidas de prevención, protección y sanción de la violencia basada en género. 
A nivel local, la DNPG ha implementado diversos programas de diálogo entre la policía 
y la comunidad, como talleres en escuelas, el Programa H-M en barrios vulnerables 
y charlas de prevención en instituciones de educación secundaria. Estos esfuerzos 
ejemplifican el compromiso de la DNPG para mejorar la relación entre la policía y la 
sociedad, al sensibilizar tanto a las fuerzas del orden como a la comunidad en cuestiones 
de género y seguridad.

4.2	 Responsabilidad y supervisión
Los elementos disciplinarios en la Policía Nacional de Uruguay son esenciales para 
incorporar una perspectiva de género en la gestión táctica y operativa de la fuerza policial.

A nivel interno, la Dirección de Asuntos Internos y la Comisión sobre Acoso Sexual, con 
el apoyo de la Dirección de Salud, juegan un papel clave en la recepción de denuncias 
por acoso sexual y otras conductas indebidas. Los datos sobre estos casos se comparten 
regularmente con la Dirección Nacional de Políticas de Género (DNPG) para realizar 
un análisis con perspectiva de género y garantizar que las políticas incluyan estrategias 
de prevención. Además, estas estrategias están vinculadas tanto a la formación de los 
nuevos funcionarios/as como a la comunicación interna. 

La Dirección de Asuntos Internos del Ministerio del Interior cuenta con amplias facultades 
para prevenir actos de corrupción dentro de la función policial e investigar hechos de 
apariencia delictiva cometidos por su personal, sin importar el rango, grado o función 
del investigado. Esta dirección, encabezada por un Director de particular confianza, 
actúa con independencia jerárquica en el ejercicio de sus funciones y está autorizada 
para iniciar procedimientos disciplinarios y coordinar con la justicia en caso de delitos. 
Sus cometidos sustantivos incluyen la promoción de valores éticos como la honestidad 

e integridad, el control del correcto desempeño del servicio policial en cumplimiento del 
ordenamiento jurídico y los derechos humanos, así como la instrucción y sustanciación 
de procedimientos disciplinarios tanto por denuncias como de oficio. Además, la Dirección 
de Asuntos Internos evalúa cómo sus estructuras y sistemas impactan de manera 
diferenciada a mujeres y varones, integrando esta perspectiva en sus procesos de 
monitoreo y mejora institucional.32

La Comisión Permanente de Atención a Situaciones de Acoso Sexual en funcionarios/
as y personal del Ministerio del Interior, creada por Resolución Ministerial del 15 de 
agosto de 2013, es el órgano encargado de recibir, entender y sustanciar las denuncias 
de acoso sexual dentro de esta institución. Esta comisión depende jerárquicamente de 
forma directa del/a Ministro/a del Interior y actúa conforme al capítulo 8 del Protocolo de 
actuación ante situaciones de acoso sexual, aprobado por el Decreto N° 40/20.1333. Las 
denuncias deben realizarse personalmente, y la pronta atención resulta una prioridad 
para la institución. Los casos son atendidos por un equipo técnico multidisciplinario, lo 
que garantiza un abordaje integral y profesional. Cada unidad cuenta con un referente 
responsable de atender estas situaciones; si el personal afectado se encuentra en 
el interior del país, se garantiza su traslado para facilitar el proceso. Además, se 
implementan medidas de protección inmediatas, como la reubicación de los horarios 
de trabajo o la asignación de licencias extraordinarias, garantizando así el bienestar de 
las personas involucradas. La confidencialidad es un principio fundamental en todas las 
fases del procedimiento, ya que evita la revictimización y protege tanto a la víctima como 
a la persona implicada. Si se constata la existencia de acoso, se inicia una investigación 
administrativa, que puede dar lugar a sanciones graves, incluida la destitución del 
funcionario responsable. Este planteamiento garantiza un trato riguroso, transparente y 
justo.

Además, la DNPG puede «proponer auditorías, pedidos de informes, inspecciones o 
relevamientos para la revisión de la actitud desarrollada por las unidades sobre las 
que ejerce supervisión técnica y en aquellas situaciones en las que se presuma que la 
respuesta policial no fue la adecuada de acuerdo con la normativa vigente» (Decreto 
63/021, 2021), una poderosa herramienta para reunir pruebas y mejorar los estándares. 
Sin embargo, esta facultad aún no se ha puesto en práctica y requeriría formación y 
apoyo a la DNPG para garantizar que las auditorías se realicen de acuerdo con las 
buenas prácticas internacionales.

32	 Dirección de Asuntos Internos www.gub.uy/ministerio-interior/institucional/estructura-del-organismo/direccion-
asuntos-internos.

33	 Protocolo de actuación ante situaciones de acoso sexual en funcionarios/as y personal del ministerio del interior- 
Aprobado/a por: Decreto Nº 40/013 de 06/02/2013 http://impo.com.uy/bases/decretos-reglamento/40-2013/1.
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Los organismos externos son igualmente importantes para garantizar la rendición de 
cuentas, y organismos como las comisiones de derechos humanos, los órganos de 
supervisión de la sociedad civil y las oficinas del defensoría del pueblo pueden recibir 
quejas e iniciar investigaciones desde un nivel más independiente, así como hacer 
recomendaciones estratégicas para mejoras a largo plazo. Es importante detectar estos 
organismos de supervisión y garantizar que sus datos se incluyen en la construcción de 
políticas de género, así como proporcionarles datos para mejorar sus investigaciones y 
análisis.

Otro elemento clave de la rendición de cuentas es la asignación presupuestaria. 
La comunidad tiene derecho a acceder a la información sobre el uso de los fondos 
públicos, y aunque Uruguay ha avanzado en los últimos años en pos de garantizar un 
presupuesto basado en el género, aún se debe asegurar que el presupuesto de la DNGP 
se asigne claramente y se informe al público junto con evaluaciones de la eficacia de las 
actividades.

Por último, aunque existan mecanismos sobre el papel de la prevención, las percepciones 
siempre pueden diferir o considerar que el sistema aún no logra garantizar la rendición de 
cuentas y la supervisión. Se trata de una tendencia observada también en otros contextos 
internacionales. Normalmente, cuando se realizan grupos focales para triangular o 
ampliar la información sobre este tema, suelen arrojar resultados dignos de mención, 
aunque no podemos concluir que representen el sentir general del personal del ministerio 
dado el reducido tamaño de la muestra (ocho personas).34

En los grupos focales realizados por el DCAF, los principales problemas identificados 
en el tratamiento de los casos de acoso dentro de la Policía Nacional incluyen la 
revictimización, la falta de confidencialidad y el acceso desigual a la información. 
Las percepciones del personal sugieren que las víctimas a veces sienten que los 
procedimientos no las protegen de forma adecuada, ya que, en algunos casos, deben 
afrontar repercusiones después de denunciar, como la necesidad de solicitar traslados, 
mientras que las personas agresoras permanecen en sus puestos o son ascendidas. 
Además, la falta de privacidad para tramitar las denuncias en algunos centros genera 
estigmatización, lo que disuade a las víctimas de buscar apoyo. A esto se suma el 
desconocimiento de protocolos como el Decreto 40/013 y del protocolo de actuación ante 
situaciones de acoso sexual en funcionarios/as y personal del ministerio del interior35, 
especialmente en zonas alejadas de Montevideo, donde las largas distancias y la 

34	 Ver el anexo: Grupos focales.

35	 Protocolo de actuación ante situaciones de acoso sexual en funcionarios/as y personal del ministerio del interior 
impo.com.uy/bases/decretos-reglamento/40-2013/1

sobrecarga laboral complican el acceso a estas herramientas. Existe un bajo nivel de 
confianza en que una denuncia prospere, especialmente cuando las personas agresoras 
ocupan altos cargos jerárquicos. La percepción es que las medidas disciplinarias tienden 
a priorizar el traslado de la víctima en lugar de la persona acosadora, lo que afecta la 
estabilidad personal y profesional de quien denuncia. Además, las diferencias de tiempo 
y procedimientos según el grado de las personas implicadas evidencian una jerarquía 
que dificulta la aplicación equitativa de las sanciones, lo que consolida la percepción de 
injusticia e indefensión dentro de la institución.



66 67

Recomendaciones
•	 Reforzar la recopilación y el análisis de datos: Garantizar que 

los datos estén desglosados por sexo, género, etnia y otros factores 
demográficos para diseñar políticas más inclusivas y específicas. 
Complementar la información con datos cualitativos obtenidos de 
grupos focales, en colaboración con las organizaciones de la sociedad 
civil pertinentes que enriquezcan la recopilación de datos cualitativos 
y basados en la experiencia para fundamentar la respuesta política. 
Revisar cómo se recopilan los datos sobre los delitos que no se 
denuncian, centrándose especialmente en los delitos de género, como 
la violencia doméstica y la trata con fines de explotación sexual, y 
las razones de ello. Recopilar y revisar cómo se calculan los datos 
sobre la confianza en la policía, asegurándose de que responden a 
las necesidades contemporáneas y nacionales. El DCAF dispone de 
importantes orientaciones para ayudar en este ámbito.

•	 Revisar los procedimientos policiales relacionados con la exigencia 
de la identificación individual, asegurando que éstos contemplen 
un enfoque basado en la interseccionalidad, asegurando que estos 
contemplen un enfoque basado en la interseccionalidad. Analizar cómo 
y en qué contextos se realizan estas identificaciones, considerando 
factores como género, origen étnico, edad o nivel socioeconómico, 
para evitar prácticas que puedan resultar discriminatorias o 
desproporcionadas. La revisión de estos procedimientos debe incluir 
protocolos claros sobre la comunicación con la ciudadanía, capacitación 
del personal policial en materia de enfoques de derechos humanos 
e inclusión, y mecanismos de supervisión para garantizar que las 
identificaciones se realicen de manera justa y respetuosa, minimizando 
el riesgo de confrontaciones y mejorando la relación entre la policía y la 
comunidad.

•	 Reforzar la capacidad de la DNGP para diseñar y llevar a cabo 
auditorías e inspecciones, con un enfoque sistémico para identificar 
áreas de preocupación y gestión de riesgos.

•	 La DNGP debe apoyar los mecanismos de control interno en:
•	 El diseño y la puesta en marcha de campañas de 

comunicación interna que generen conciencia sobre cómo y 
cuándo denunciar una conducta policial indebida y sobre las 
protecciones disponibles para la persona denunciante y la persona 
sospechosa.

•	 Elaborar una estrategia de prevención de conductas 
indebidas que incluya una clara perspectiva de género, 
especialmente en materia de acoso interno y agresión sexual.

•	 Mejorar la difusión de información sobre los protocolos 
internos de denuncia: Garantizar que todo el personal policial, 
independientemente de su ubicación, conozca los protocolos 
de denuncia y las herramientas disponibles para hacer frente 
al acoso. Esto incluye formaciones periódicas y distribución de 
material informativo en todas las unidades policiales.

•	 Optimizar los procedimientos internos de información. 
Aumentar la confidencialidad y la privacidad: Aumentar la 
cantidad de espacios físicos adecuados reservados para atender 
las denuncias, y evitar la exposición pública de las víctimas. 
Simplificar los protocolos establecidos para agilizar las respuestas 
y garantizar una atención más eficaz. Descentralizar los procesos 
de denuncia y establecer mecanismos que permitan hacer las 
denuncias en las comisarías locales o a través de plataformas 
digitales para reducir las barreras de acceso en las zonas rurales.

•	 Mapear los organismos de supervisión externos que tienen un 
interés/mandato o influencia sobre el género en la seguridad en Uruguay 
y asegurar un intercambio bidireccional de datos pertinentes.

•	 Crear una asignación presupuestaria explícita para la DNGP que 
permita analizar la rentabilidad de los efectos de las políticas, incluido el 
impacto en los distintos tipos de delitos, víctimas y supervivientes.
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5

Otros ámbitos 
de análisis

Es evidente que Uruguay cuenta con un fuerte liderazgo 
de arriba hacia abajo que está comprometido con la 

igualdad de género y el respeto de los derechos humanos 
y que luego se traduce en capacidades técnicas a nivel 

institucional. 

El Ministerio del Interior cuenta con su propia Dirección Nacional de 
Políticas de Género, que ha sido crucial en el diseño e implementación de 
respuestas sensibles al género, ya que ha brindado un punto focal para el 
análisis, el aprendizaje y la transformación. Además, como se muestra en 
el presente informe, las mejoras en materia de actuación policial sensible 
al género son sustanciales y hay evidencia de un compromiso continuo para 
seguir avanzando en este sentido.

Sin embargo, como en todos los países, aún queda camino por recorrer para lograr una 
verdadera igualdad de género en la prestación de servicios de seguridad. Esto también es 
importante en la perspectiva regional, ya que la población uruguaya ha votado en contra 
de adoptar respuestas de seguridad más autoritarias, como se ha visto en otros países de 
América Latina en los últimos años y, en cambio, ha seguido priorizando el respeto de los 
derechos humanos y la diversidad, lo que podría generar ejemplos de buenas prácticas y 
un camino alternativo para otros países de la región.

El Ministerio del Interior ya cuenta con una base sólida en muchas áreas, lo que abre la 
posibilidad de realizar un análisis más amplio e innovador para identificar oportunidades 
de mejora. Algunas de estas áreas incluyen la gestión de infractores para modificar 
conductas, el estudio de delitos emergentes a nivel nacional e internacional, el 
fortalecimiento del análisis de datos con un enfoque interseccional y la evaluación de 
la situación del sistema penitenciario. Gracias a sus capacidades políticas y técnicas, 
Uruguay tiene el potencial de posicionarse como un referente en la región en estos 
ámbitos. El desafío no solo radica en consolidar la innovación actual, sino también en 
explorar nuevas oportunidades de desarrollo a futuro.
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Un ejemplo de enfoque innovador que refleja una comprensión de la dinámica de género 
en el delito y un compromiso con el cambio de comportamiento de los agresores es el 
programa de monitoreo con tobilleras electrónicas implementado en Montevideo en 2013. 
En 2015, el Área de Violencia de Género del Centro de Comando Unificado evolucionó 
hacia la Dirección de Monitoreo Electrónico, ampliando su cobertura a casos de prisión 
domiciliaria. Actualmente, el programa se ha extendido a todos los departamentos del 
país, y proporciona tobilleras tanto a las víctimas como a los agresores. Esto permite 
monitorear la distancia entre ambas partes y garantizar que los agresores no reincidan sin 
que las autoridades sean notificadas de inmediato.

Sin embargo, incluso con esta solución relativamente nueva e innovadora que 
demuestra el compromiso de proteger a las víctimas, la violencia basada en género 
sigue aumentando en Uruguay. Actores internacionales36 han señalado la necesidad 
de seguir ampliando los recursos, mejorar las respuestas mediante el análisis de datos 
y el aprendizaje continuo, y aplicar plenamente la ley de Violencia de Género37 contra 
las Mujeres, que ofrece oportunidades para orientar más áreas de respuesta y reducir 
la victimización. En 2017, el Ministerio del Interior, en conjunto con el Instituto Nacional 
de Estadística (INE), realizó la Encuesta Nacional de Victimización, para determinar la 
prevalencia de algunos delitos. Aunque esta encuesta pública no está desagregada, 
arrojó el siguiente resultado: 38% de las personas encuestadas estaban satisfechas con 
la actuación policial contra los delitos vinculados a la violencia doméstica y basada en 
género. El 50,8% de las denuncias iban acompañadas de una valoración positiva del 
trabajo realizado por la policía. Cuando se mide el grado de confianza que la institución 
infunde en la población (mucha/alguna), la consideración positiva alcanza el 60% entre 
ambas categorías.

También es importante centrarse en los delitos emergente. Por ejemplo, el mundo digital 
se está convirtiendo en un lugar cada vez más peligroso, con aspectos de género en la 
victimización. La creación de respuestas adicionales contra el acoso sexual, el abuso 
sexual basado en imágenes y el ciberacoso convertiría a Uruguay en un líder regional en 
la respuesta al abuso y la explotación sexual que ocurren en línea o utilizan el entorno en 
línea como herramienta.

36	 Informe de Amnistía Internacional. Uruguay: Submission to the UN Committee on the Elimination of 
Discrimination against Women 86th session, 9–27 October 2023. www.amnesty.org/en/wp-content/
uploads/2023/09/AMR5271862023ENGLISH.pdf.

37	 LEY DE VIOLENCIA HACIA LAS MUJERES BASADA EN GENERO. MODIFICACION A DISPOSICIONES DEL CODIGO 
CIVIL Y CODIGO PENAL. DEROGACION DE LOS ARTS. 24 A 29 DE LA LEY 17.514. www.impo.com.uy/bases/
leyes/19580-2017/6 

Los vínculos regionales también podrían contribuir a brindar respuestas transnacionales 
a la violencia basada en género en delitos como la trata, tráfico y explotación de seres 
humanos. Aunque el trabajo sexual en Uruguay cuenta con un marco legal, Uruguay 
sigue siendo tanto un país de origen como de destino de la trata con fines de explotación 
sexual que a menudo conduce al trabajo sexual forzado, un ámbito en el que es necesario 
centrarse más para desarticular las bandas delictivas y, al mismo tiempo, salvaguardar a 
las mujeres, niñas y adolescentes que entran y salen del país.

Otra área de oportunidad se relaciona con la criminalización de las mujeres, al observar 
el sistema penitenciario. En la última década, la población carcelaria femenina en 
Uruguay ha aumentado hasta alcanzar el 7,9% del total de la población carcelaria, lo 
que representa un incremento del 28% en los últimos años. Es bien sabido que una gran 
proporción de la población carcelaria femenina de todo el mundo es de bajo riesgo, a 
menudo vulnerable y no violenta, y esto se refleja en Uruguay, donde más de la mitad 
de las mujeres encarceladas fueron condenadas por tráfico de drogas. Además, se ha 
afirmado que 1 de cada 4 mujeres encarceladas en Uruguay ha intentado suicidarse y 
8 de cada 10 tienen problemas de consumo problemático de drogas. Esto significa que 
Uruguay tiene una oportunidad de liderazgo regional adicional si elabora una política 
de rehabilitación y reinserción para las mujeres privadas de libertad, sobre todo porque 
el 60% de los uruguayos encuestados preferiría invertir en rehabilitación en lugar de 
construir más cárceles, incluso con el hacinamiento actual. El DCAF tiene varios estudios 
sobre el tema que podrían ser útiles.

Por último, cabe destacar que la mayoría de los países de la región están luchando por 
avanzar en los aspectos básicos de la igualdad de género, mientras que Uruguay ya 
está más avanzado. Esto presenta una oportunidad para incluir un análisis más amplio 
y respuestas a las necesidades de seguridad para todas las personas, no solo desde 
una perspectiva de igualdad de género, sino incorporando un enfoque interseccional 
más amplio. Este análisis permitirá promover la igualdad de género para generar 
análisis más profundos y críticos de las necesidades particulares de cada persona. El 
Ministerio del Interior ha demostrado un fuerte compromiso con el avance de las políticas 
inclusivas, particularmente a través de la adopción de la Guía de Lenguaje Inclusivo y la 
integración de un enfoque interseccional dentro del sistema penitenciario. Estas iniciativas 
constituyen valiosas oportunidades para seguir institucionalizando prácticas sensibles 
al género y basadas en los derechos humanos. Sobre la base de estos avances, el 
Ministerio podría reforzar los programas de formación de los funcionarios públicos para 
garantizar la aplicación efectiva del lenguaje inclusivo y las políticas sensibles al género 
en todos los departamentos. Además, el enfoque interseccional dentro del sistema 
penitenciario podría servir de base para realizar reformas más amplias, promoviendo 
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políticas que aborden las necesidades diferenciadas de los grupos marginados y 
combatan las desigualdades sistémicas.

La policía y el sector de la seguridad tienen que demostrar que son un reflejo de las 
sociedades a las que sirven, que están en constante cambio y evolución; no son 
homogéneas, sino que están formadas por personas de diferentes edades, sexo, 
orientación sexual, identidad de género, etnias, capacidades y orígenes, entre otras 
diferencias y diversidades, con un sistema de derechos y necesidades humanas en 
constante evolución. Al ampliar estos esfuerzos, el Ministerio tiene el potencial de 
establecer un punto de referencia regional para la gobernanza inclusiva y el trato 
equitativo dentro de los sectores de la seguridad y la justicia.

•	 Seguir aplicando y dotando de recursos suficientes el Programa de 
Tobilleras Electrónicas contra la Violencia Doméstica, revisar su eficacia 
y percepción por parte de las víctimas y estudiar la posibilidad de aunar 
esfuerzos con organismos académicos locales para aplicar estudios rigurosos 
de aprendizaje continuo sobre el cambio de comportamiento.

•	 Desarrollar la capacidad de conocimiento de la DNPG para idear respuestas 
que tengan en cuenta las cuestiones de género ante la gran variedad de 
crímenes emergentes. Esto incluye delitos facilitados por las tecnologías, 
como el acoso y la violencia basada en género en entornos digitales, la 
explotación y trata de personas a través de plataformas digitales y el uso de 
inteligencia artificial para difundir material no consentido. También abarca la 
ciberdelincuencia financiera, que puede afectar de manera diferenciada a 
mujeres y poblaciones vulnerables, así como delitos ambientales con impacto 
desproporcionado en comunidades marginadas. Para abordar estos desafíos, 
la DNPG debe fortalecer la capacitación en materia de ciberseguridad, 
análisis de datos y metodologías de investigación digital con perspectiva 
de género, además de diseñar protocolos específicos para la protección de 
víctimas y el enjuiciamiento eficaz de estos delitos.

•	 Realizar diagnósticos adicionales sobre el sistema penitenciario de 
mujeres, con el apoyo de las investigaciones y estudios del DCAF en este 
ámbito, para promover un enfoque rehabilitador y reintegrador.

•	 Promover la aplicación de un enfoque interseccional en todas las 
áreas de registro y análisis de datos y políticas. Esto facilitará una 
comprensión más precisa de cómo diferentes factores como el género, edad, 
etnia, orientación sexual, discapacidad o nivel socioeconómico afectan la 
seguridad y el acceso a la justicia. Implica recopilar y desglosar datos según 
múltiples categorías para identificar desigualdades ocultas, mejorar la toma 
de decisiones y diseñar políticas más inclusivas. Además, se deben elaborar 
herramientas metodológicas para garantizar que los análisis incorporen una 
visión integral de las diversas experiencias de discriminación y exclusión. 
La capacitación del personal en materia de perspectiva interseccional será 
clave para que estos principios se integren con eficacia en la formulación e 
implementación de políticas de seguridad y derechos humanos.

Recomendaciones
•	 Forjar vínculos regionales en materia de seguridad pública y 

normativa con perspectiva de género que muestren el liderazgo de 
Uruguay en este ámbito. Esto puede incluir la participación activa en 
foros y redes internacionales, la firma de acuerdos de cooperación, y 
la implementación de proyectos conjuntos para abordar problemáticas 
comunes, como la violencia basada en género y el acceso equitativo 
a la justicia. Además, es fundamental impulsar capacitaciones y 
encuentros bilaterales con instituciones de seguridad y organismos 
especializados en la región para promover enfoques innovadores y 
garantizar la incorporación de la perspectiva de género en la formulación 
de políticas y estrategias de seguridad.

•	 Explorar buenas prácticas internacionales ( o de otros actores 
nacionales) en cuestiones como el apoyo a las víctimas de la trata 
de personas con fines de explotación sexual. Esto incluye modelos de 
atención integral que combinan asistencia jurídica, psicológica y social, 
garantizando la protección y la reintegración. Se recomienda analizar la 
experiencia de países que tengan programas exitosos de recuperación 
y acompañamiento, como refugios especializados, mecanismos de 
identificación temprana y cooperación interinstitucional para evitar la 
revictimización.
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Resumen de 
recomen- 
daciones

Fortalecer las capacidades de la 
DNPG en materia de monitoreo 
y evaluación (MEAL) mediante 
formación especializada para 
analizar el impacto de las políticas 
de seguridad con perspectiva de 
género, identificar áreas de mejora 
y prevenir efectos no deseados.

Garantizar una asignación 
presupuestaria adecuada para la 
DNPG, evitando así la dependencia 
exclusiva de la cooperación 
internacional y asegurando fondos 
para formación y desarrollo de 
funciones clave.

Diseñar un enfoque estratégico 
para difundir información 
sobre el mandato de la DNPG, 
sus actividades, herramientas 
disponibles y mecanismos internos 

de denuncia, además de mejorar 
su capacidad para responder a 
resistencias en materia de género.

Crear una Red de Puntos Focales 
de Género con un mandato claro, 
integrada por personal capacitado 
que actúe como enlace entre la 
DNPG y las distintas áreas del 
Ministerio del Interior, asegurando 
así la implementación eficaz de las 
políticas de género.

Diseñar programas de formación 
en materia de liderazgo con 
perspectiva de género para 
mandos intermedios y superiores, 
proporcionando así herramientas 
para reconocer brechas de género, 
fomentar equipos inclusivos y 
promover entornos laborales libres 
de discriminación.
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Elaborar perfiles de cargos 
con criterios objetivos y 
formación adecuada, lo que 
reducirá las brechas de género 
en la asignación de funciones, 
garantizará la estabilidad de los 
roles especializados y mejorará la 
igualdad de oportunidades.

Implementar un sistema de 
mentores para mujeres en 
proceso de ascenso, asegurando 
así que los mentores tengan 
un grado superior, trayectoria 
contrastada y sensibilización en 
materia de género para apoyar 
el desarrollo profesional de las 
mujeres.

Garantizar que no se penalicen 
los permisos por paternidad, 
cuidado familiar o apoyo a 
parejas embarazadas, asegurando 
así la igualdad de oportunidades en 
la carrera profesional.

Asegurar una representación 
de género proporcional en los 
Tribunales de Calificación, 
promoviendo así los procesos 
de ascenso más equitativos y 
transparentes.

Mejorar la recopilación y análisis 
de datos del personal para 
evaluar el impacto en materia de 
género en ingresos, funciones, 
ascensos y bienestar psicosocial, 
además de incorporar encuestas 
y grupos focales para identificar 
barreras y necesidades.

Revisar y fortalecer las ayudas 
para el cuidado de niños/as, 
garantizando así la igualdad de 
acceso a permisos parentales para 
varones y mujeres.

Asignar fondos específicos 
para la formación en materia 
de género, lo que permitirá dejar 
de depender exclusivamente 
de la cooperación internacional 
y establecer alianzas con 
instituciones educativas para la 
sostenibilidad de los programas.

Asegurar la obligatoriedad y 
el mantenimiento de cursos 
de género en las escuelas de 
policía, incluir su evaluación y 
posible ampliación, y garantizar 
la participación equitativa en las 
formaciones.

Integrar temas de género en los 
programas de contenidos de 
los cursos de pasaje de grado y 
asegurar que el conocimiento en 
igualdad de género tenga impacto 
en los procesos de ascenso.

Incluir formación sobre 
masculinidades no violentas 
y corresponsables, 
interseccionalidad y diversidad en 
las capacitaciones de la DNPG, e 
incluir casos de estudio para un 
análisis más profundo.

Crear indicadores para medir 
el impacto de la formación en 
género y evaluar cambios en 
actitudes, prejuicios y eficacia 
operativa tras las capacitaciones.

Formar a quienes forman para 
multiplicar el impacto de la 
capacitación en materia de 
género, ampliando así la capacidad 
técnica de la DNPG y asegurando 
su sostenibilidad.

Garantizar que los datos 
institucionales estén 
desglosados por sexo, género 
y otros factores, lo que permitirá 
diseñar políticas más inclusivas 
y mejorar el análisis de los datos 
sobre delitos de género y la 
confianza de la población en la 
policía.

Revisar los procedimientos 
de identificación individual 
con enfoque interseccional, 
evitar prácticas discriminatorias y 
asegurar un trato justo y respetuoso 
en la relación entre la policía y la 
comunidad.

Fortalecer la capacidad de la 
DNPG para realizar auditorías 
e inspecciones, con un enfoque 
en la gestión de riesgos y la 
identificación de áreas críticas 
dentro de la institución.

Apoyar los mecanismos de 
control interno mediante 
campañas de comunicación 
interna, concienciar sobre cómo 
y cuándo denunciar conductas 
indebidas y asegurar la protección 
de quienes realizan una denuncia.
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Anexo 2. Subescalafón del Ministerio del 
Interior desglosadas por sexo a octubre de 
2024
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Anexo 4. Total de días de baja por 
incidencias a partir de 2020–2023, 
desglosados por sexo
Fuente: elaboración propia a partir de la información facilitada por el GAGDH.

Tipo de 
licencia

Sexo Total 
días

Diferencia frente a 
la tasa de población 
activa

F M s/d F M F M

Día de la 
Dirección 
Nacional de 
Migraciones

808 367 131 1306 61,88% 28,01% + –

Día de la 
Mujer

871 13 80 964 90,35% 1,35% + –

Día de la 
Unidad 
Ejecutora

1601 1382 269 3252 49,23% 42,50% + –

Donación de 
sangre

366 361 70 797 45,92% 45,29% + –

Fallecimiento 
del abuelo

832 957 115 1904 43,70% 50,62% + –

Fallecimiento 
de 
convivientes

50 20 0 70 71,43% 28,57% + –

Fallecimiento 
del cónyuge

213 189 39 441 48,30% 42,86% + –

Muerte de 
hermanos

391 617 131 1139 34,33% 54,17% – –

Fallecimiento 
de cuñados

46 31 4 81 56,79% 38,27% + –

Muerte de 
hijastros

0 0 2 2 0,00% 0% – –

Muerte de 
niños

99 269 60 428 23,13% 62,85% – +

Muerte de 
hijos e hijas 
políticos

8 2 2 12 66,67% 16,67% + –

Fallecimiento 
de nietos

5 5 2 12 41,67% 41,67% + –

Muerte de 
padrastros

35 21 7 63 55,56% 33,33% + –

Fallecimiento 
del progenitor

6128 8689 1731 16548 37,03% 52,51% – –

Fallecimiento 
de los suegros

236 202 43 481 49,06% 42,00% + –

Vacaciones en 
el condado de 
Durazno

60 87 4 151 39,74% 57,62% + –

Horas de 
control del 
embarazo Ley 
20129

1208 250 0 1458 82,85% 17,15% + –

Licencia 
académica

1022 3978 50 5050 20,24% 78,77% – +

Licencia de 
adopción

95 210 0 305 31,15% 68,85% – +
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Vacaciones 
anuales 
anticipadas

626 217 2737 3580 17,49% 6,06% – –

Vacaciones 
anuales de 
policía

594679 999815 326746 1921240 30,95% 52,04% – –

Anticipo de 
vacaciones 
anuales de 
policía

1572 1830 29838 33240 4,73% 5,51% – –

Licencia 
del Tribunal 
Electoral 
Suplente

10 16 10 36 27,78% 44,44% – –

Licencia 
Tribunal 
Electoral 
Titular de la 
licencia

311 381 100 792 39,27% 48,11% + –

Licencia 
especial - Art 
21 Ley 19996 
/ Art 11 Ley 
18345

230831 124633 13672 369136 62,53% 33,76% + –

Baja por cui-
dados espe-
ciales - Hospi-
talización

1429 408 113 1950 73,28% 20,92% + –

Excedencia 
especial por 
cuidado de hi-
jos - Hospitali-
zación

5 6 0 11 45,45% 54,55% + –

Licencia de 
estudiante

35662 18294 7736 61692 57,81% 29,65% + –

Licencia para 
el examen 
genitomamario

7166 0 482 7648 93,70% 0% + –

Licencia 
Examen PSA

4 542 80 626 0,64% 86,58% – +

Permiso 
extraordinario 
retribuido

7849 11184 1893 20926 37,51% 53,45% – –

Excedencia 
extraordinaria 
por 
rendimiento 
excepcional

972 3141 327 4440 21,89% 70,74% – +

Permiso 
Extraordinario 
de Control 
Único

15 5 2 22 68,18% 22,73% + –

Licencia 
extraordinaria 
no retribuida

791 429 2628 3848 20,56% 11,15% – –

Permiso de 
maternidad 
(Conv. laboral)

40863 0 2304 43167 94,66% 0% + –

Licencia 
especial por 
maternidad 
(Ley 19.121)

2739 252 171 3162 86,62% 7,97% + –

Licencia de 
maternidad del 
PNUD

177 0 84 261 67,82% 0% + –
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Licencia 
Matrimonio 
o pareja 
reconocida

3333 5766 935 10034 33,22% 57,46% – –

Licencia de 
nacimiento 
- Ley de 
matrimonio 
igualitario

20 0 0 20 100% 0% + –

Licencia para 
revisiones 
médicas – Art. 
20 Ley 19996

395 74 9 478 82,64% 15,48% + –

Permiso de 
paternidad

0 11594 741 12335 0% 93,99% – +

Vacaciones de 
cumpleaños

2622 1836 412 4870 53,84% 37,70% + –

Vacaciones 117 106 134 357 32,77% 29,69% – –

Permiso de 
guardia

582 226 83 891 65,32% 25,36% + –

Licencia por 
nacimiento 
prematuro 
(Ley 19121 
Art.15)

599 353 0 952 62,92% 37,08% + –

Licencia de 
turismo en 
días

13182 15034 3061 31277 42,15% 48,07% + –

Licencias por 
Decreto 484

389 277 51 717 54,25% 38,63% + –

En movimiento 539 388 107 1034 52,13% 37,52% + –

Mudanza 
Cambio de 
apartamento

16 4 4 24 66,67% 16,67% + –

Reducción de 
jornada por 
lactancia

153178 0 0 153178 100% 0% + –

Jornada 
reducida para 
cuidadores

5123 8442 0 13565 37,77% 62,23% – +

Resultados 
totales en días

1.119.874 1.223.445 397.280 2.740.599 41,28% 45,08% + –
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Anexo 5. Directrices, protocolos o 
procedimientos institucionales elaborados 
por la DNPG para una actuación policial 
sensible al género

Fuente: Elaboración propia a partir de datos disponibles en la Biblioteca Virtual de la 
Dirección Nacional de Políticas de Género.

Tipo de 
documen-
to

Título del documento Objetivo del documento

Guía Guía de recursos. Violencia 
doméstica y de género

Informar sobre los canales y 
procedimientos para denunciar situaciones 
de violencia doméstica y basada en 
género en todo el país. 

Guía Enfoque de género 
y diversidad sexual en la 
práctica policial (Edición 
1-2016 y 2-2024)

Material de apoyo para la formación 
del personal policial, con herramientas 
conceptuales, prácticas y normativas 
para fortalecer la respuesta policial en el 
territorio hacia la población, contribuyendo 
así a una convivencia más empática en la 
sociedad. 

Guía de procedimientos 
policiales – Actuaciones en 
violencia doméstica y de 
género

Proporcionar aspectos específicos a 
tener en cuenta en el marco de la ley que 
ayuden a clarificar el trabajo y el papel de 
los agentes de policía ante una situación 
de violencia doméstica. 

Guía del lenguaje inclusivo 
en el Ministerio del Interior

Material con recomendaciones para el 
uso del lenguaje inclusivo en el Ministerio 
del Interior. Proporciona normativa, 
documentos, notas de prensa e imágenes 
comunicativas para orientar el uso del 
lenguaje inclusivo y no sexista a todo el 
personal de la institución. 

Guía práctica de actuación 
para el personal policial 
ante delitos relacionados 
con la violencia sexual 
que afecten a niños y 
adolescentes

Herramienta para fortalecer la oferta 
de servicios policiales centralizando 
las necesidades de niños, niñas y 
adolescentes víctimas de delitos de 
violencia sexual. Proporciona lineamientos 
técnicos para optimizar y promover 
el cumplimiento de las garantías de 
seguridad, protección y respeto a los 
derechos humanos de niñas, niños y 
adolescentes. 

Protocolo Protocolo de actuación 
ante situaciones de acoso 
sexual en funcionarios y 
personal del Ministerio del 
Interior

Herramienta que define los principios 
a aplicar en la prevención, protección 
y sanción de las situaciones de acoso 
sexual para los empleados del Ministerio 
del Interior. 

Protocolo para la detección 
e investigación de la trata, 
el tráfico y la explotación 
de personas

Establecer directrices en los 
procedimientos policiales destinados a 
prevenir, disuadir, investigar y combatir los 
delitos de trata, tráfico y explotación de 
seres humanos. 

Protocolo del Área de 
Violencia de Género 
– Tobilleras

Establecer los procedimientos a aplicar 
por el área de violencia basada en género, 
así como el personal adecuado de otras 
unidades policiales para llevar a cabo la 
instalación y retirada de los dispositivos, 
vigilancia, seguimiento, control y 
coordinación de la respuesta ante los 
avisos que se produzcan. 

Protocolo de actuación 
en materia de violencia 
doméstica y/o de género 
en el ámbito del Ministerio 
del Interior

Herramientas conceptuales, normativas, 
metodológicas e institucionales que 
conduzcan a una actuación eficaz en 
la detección, prevención, promoción 
y asistencia en materia de violencia 
doméstica o de género, así como la 
aplicación eficaz de procedimientos 
administrativos, disciplinarios o 
reparatorios. 
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Gestión de la información 
sobre violencia doméstica

Herramienta de gestión y servicio para 
homogeneizar los criterios de registro de 
información de todas las situaciones de 
violencia doméstica o asociadas a este 
delito. 

Folleto Medidas de seguridad 
personal a tener en cuenta 
en situaciones de violencia 
doméstica

Recomendaciones de seguridad 
personal que conducen a medidas de 
autoprotección en caso de encontrarse en 
una situación de violencia doméstica. 

Vías de denuncia del 
acoso sexual laboral en el 
Ministerio del Interior

Información con los números y direcciones 
de los principales canales de denuncia 
del acoso sexual en el trabajo para los 
empleados del Ministerio del Interior.

Genera-
ción de 
conoci-
miento

Caracterización del abuso 
sexual a niños, niñas y 
adolescentes en Uruguay 
2018–2021

Informe que recopila información 
cuantificable sobre el abuso sexual de 
niños, niñas y adolescentes, con el fin 
de aportar información para comprender 
la dinámica a través de la cual opera 
este delito. Busca reconocer el grado de 
adecuación de las actuaciones policiales 
respecto a las directrices para el buen 
trato de niños y adolescentes a lo largo 
del proceso de investigación criminal. 

Anexo 6. Funcionarios del Ministerio del 
Interior capacitados en los cursos virtuales 
ofrecidos por la DNPG entre 2021 y 2023, 
desagregados por escala y género

Fuente: Estimación propia a partir de información proporcionada por la Dirección 
Nacional de Políticas de Género.

Escala Mujeres Varones Otro Subtotal

Escala ejecutiva superior 118 244 0 362

Escala Administrativa Superior 27 6 0 33

Total Escala Senior 145 250 0 395

Escala Ejecutiva Básica 440 394 1 835

Escala administrativa básica 127 27 0 154

Total Escala Básica 567 421 1 989

Otros subgrados y personal 
Operador de prisiones

50 27 0 77

Total 762 698 1 1.461
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Anexo 7. Principales temas abordados en la 
formación impartida por la DNPG de 2019 a 
2023

Asunto Año 
2019

Año 
2020

Año 
2021

Año 
2022

Año 
2023

Hacer frente a las situaciones de trata, 
tráfico y explotación de personas

X

Abordar la violencia doméstica y basada 
en género en el MI 

X

Abordar la violencia sexual contra niños y 
adolescentes

X

Abuso sexual de niños y adolescentes X

Acoso sexual en el entorno laboral y 
educativo del MI

X X X

El acoso sexual y la discriminación como 
formas de violencia en el lugar de trabajo

X

Actualización sobre violencia doméstica, 
violencia basada en género y acoso 
sexual en el lugar de trabajo en la órbita 
del MI

X

Convivencia empática y sin violencia X X

Derechos humanos, género y diversidad 
sexual

X

Delitos sexuales y violencia doméstica X

Dimensión étnico-racial afrodescendiente X

Diversidad sexual X

Formador de replicantes en actualización 
normativa y procedimental en VG

X

Género y diversidad sexual X

Herramientas informáticas para mejorar la 
investigación de los delitos de género

X

Herramientas de protección en las 
primeras respuestas a situaciones de 
violencia contra niños y adolescentes

X

Homicidios especialmente agravados 
– feminicidios

X

Inclusión de la dimensión étnica y racial 
afrodescendiente en las políticas públicas 
y en el contexto de la privación de libertad

X

Inclusión de las perspectivas étnico-
raciales y basada en género 
afrodescendientes en las políticas 
públicas

X

Incidencia afrodescendiente en la 
evolución del delito de trata y explotación 
de personas

X

Investigación penal de feminicidios y otros 
delitos de odio

X

Liderazgo en términos de igualdad X

Manifestaciones de violencia basada 
en género y generacional en las redes 
sociales

X
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Medidas de seguridad para víctimas y 
delincuentes: tobilleras electrónicas

X

Perspectiva de derechos humanos, 
género y diversidad sexual

X

Políticas de seguridad del MI con 
perspectiva de género

X

Políticas públicas, violencia basada en 
género y acceso de las personas mayores 
a la justicia

X

Protocolo de actuación ante situaciones 
de acoso sexual en el entorno laboral y 
educativo del MI

X

Respuesta policial a la violencia 
doméstica y basada en género

X X X

Síndrome de Burn Out X

Trata sexual y laboral X

Trata, tráfico y explotación de personas X X X X X

Tobilleras electrónicas X X

Uso responsable de las redes sociales X X

Violencia doméstica, género y 
generaciones

X

Violencia basada en género, discapacidad 
y derechos humanos

X

Violencia sexual contra los niños X

Total 6 11 9 12 10
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